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PROYECTO DE LEY NÚMERO 155 DE 2012 
SENADO

por medio de la cual se aprueba la “Enmienda a la 
Convención de la Organización Mundial de Adua-
nas”, aprobada por el Consejo de Cooperación 

Aduanera, Bruselas, 30 de junio de 2007.
El Congreso de la República

Visto el texto de la “Enmienda a la Convención 
de la Organización Mundial de Aduanas”, apro-
bada por el Consejo de Cooperación Aduanera, 
Bruselas, 30 de junio de 2007.

-

Interno de Trabajo de Tratados de la Dirección de 
Asuntos Jurídicos Internacionales del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, documento que reposa en los 
archivos de ese Ministerio).

Recomendación por parte del Consejo 
 de Cooperación Aduanera1

que Establece un Consejo de Cooperación  
Aduanera

(30 de junio de 2007)
El Consejo de Cooperación Aduanera,
RECONOCIENDO el papel cada vez más im-

portante que desempeñan las Uniones Aduaneras y 
Económicas en asuntos mundiales y en particular, en 
materia de comercio,

OBSERVANDO que algunas Uniones Aduaneras 
o Económicas son participantes activos en el trabajo 
de la Organización,

RECONOCIENDO el legítimo deseo de una 
Unión Aduanera o Económica de que esta partici-
pación tenga una base formal haciéndose Miembro 
de la Organización y la posibilidad para que otros lo 
hagan en el futuro,

TENIENDO EN CUENTA, que para que una 
Unión Aduanera o Económica sea Miembro, se debe 
hacer una enmienda a la Convención que establezca 
un Consejo de Cooperación Aduanera,

TENIENDO EN CUENTA también las dispo-
siciones del Artículo XX de la Convención la cual 
establece un Consejo de Cooperación Aduanera en 

RECOMIENDA a todas las Partes Contratantes 
de la Convención, la cual establece un Consejo de 

-
caciones a la misma:

ARTÍCULO VIII
(a) Con excepción de los Miembros de la Unión 

Aduanera o Económica para quienes el Consejo 
, cada Miem-

bro del Consejo tendrá derecho a un voto, salvo que 
un Miembro no tenga voto en cualquier asunto rela-

-
-

ren en el Artículo III (d) que se encuentre en vigor y 
no sea aplicable a ese Miembro.

-

ARTÍCULO XVIII
(a) El Gobierno de cualquier Estado que no sea 

signatario de la presente Convención podrá acceder 
a la misma a partir del 1° de abril de 1951.

(b) Los instrumentos de adhesión deberán ser con-
signados ante el Ministerio de Relaciones Exteriores 

-
ción a todos los Gobiernos signatarios y adherentes, 
así como al Secretario General.

(c) La presente Convención entrará en vigor para 
cualquier Gobierno adherente en el momento de la 
consignación de su instrumento de adhesión, pero no 
antes que entre en vigor, de conformidad con el pará-
grafo (a) del Artículo XVII.
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(d) Cualquier Unión Económica o Aduanera po-
drá, de acuerdo con los parágrafos (a), (b) y (c) an-

-
ción. Toda solicitud por parte de una Unión Adua-
nera o Económica para ser una Parte Contratante 
deberá ser primero presentada al Consejo para su 

-

Estados que tenga competencia para adoptar sus 
propias normas que sean obligatorias para dichos 
Estados con respecto a los asuntos que rige esta 

decisiones de acuerdo con sus procedimientos inter-

SOLICITA a las Partes Contratantes de la Con-
vención que establece un Consejo de Cooperación 
Aduanera, que acepten esta recomendación para no-

-
laciones Exteriores de Bélgica.

MODIFICACIÓN DE LA CONVENCIÓN  
QUE ESTABLECE UN CONSEJO  
DE COOPERACIÓN ADUANERA

para que quede así:
l. El ARTÍCULO VIII (a) de la Convención, que-

(a) Con excepción de los Miembros de la Unión 
Aduanera o Económica para quienes el Consejo 

del Consejo tendrá derecho a un voto, salvo que un 
Miembro no tenga voto en cualquier asunto relacio-
nado con la interpretación, aplicación o enmienda de 

Artículo III (d) que se encuentre en vigor y no sea 
aplicable a ese Miembro.

2. Después del ARTÍCULO XVIII (c) de la Con-
vención se adiciona un nuevo subparágrafo (d) que 
quede así:

(d) Cualquier Unión Económica o Aduanera podrá, 
de acuerdo con los parágrafos (a), (b) y (c) anteriores, 
ser una Parte Contratante de esta Convención. Toda so-
licitud por parte de una Unión Aduanera o Económi-
ca para ser una Parte Contratante deberá ser primero 
presentada al Consejo para su respectiva aprobación. 
Para los propósitos de la presente Convención, “Unión 

-
tuida y compuesta por Estados que tengan competencia 
para adoptar sus propias normas que sean obligatorias 
para dichos Estados con respecto a los asuntos que rige 
esta Convención y que tengan competencia para tomar 
decisiones de acuerdo con sus procedimientos internos, 
para acceder a esta Convención.
LA SUSCRITA COORDINADORA DEL GRU-
PO INTERNO DE TRABAJO DE TRATADOS 
DE LA DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURÍDI-
COS INTERNACIONALES DEL MINISTERIO 
DE RELACIONES EXTERIORES DE LA RE-
PÚBLICA DE COLOMBIA

CERTIFICA:
Que la reproducción del texto que antecede co-

-
cada por el depositario de la “Enmienda a la Con-
vención de la Organización Mundial de Aduanas”, 
aprobada por el Consejo de Cooperación Aduanera, 
Bruselas, 30 de junio de 2007, documento que re-

posa en los archivos del Grupo Interno de Trabajo 
Tratados de la Dirección de Asuntos Jurídicos Inter-
nacionales de este Ministerio.

Dada en Bogotá, D.C., a los doce (12) días del 
mes de junio de dos mil doce (2012).

La Coordinadora del Grupo de Trabajo Interno de 
Tratados, Dirección de Asuntos Jurídicos Internacio-
nales,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Señala el artículo 189 numeral 2 de la Carta Po-

lítica que corresponde al Presidente de la República 
“

-

”.
Por su parte el Artículo 224 de la Constitución Po-

lítica prescribe que los tratados, para su perfecciona-
miento, precisan de la aprobación por parte del Con-
greso de la República y del examen de exequibilidad 
por la Corte Constitucional. Así mismo, prevé que 
el Presidente de la República podrá dar aplicación 
provisional a los tratados de naturaleza económica 
y comercial acordados en el marco de organismos 
internacionales. Indica la preceptiva constitucional 
que en todo caso tan pronto como un tratado entre en 
vigor provisionalmente, deberá enviarse al Congreso 
para su aprobación. Si el Congreso no lo aprueba, se 
suspenderá la aplicación del Tratado.

La honorable Corte constitucional en Sentencia 
C-012/04 ha señalado las condiciones y requisitos 
que debe cumplir la adopción de la Enmiendas a los 
tratados internacionales de la siguiente manera:

-
-
-
-

-
-

En desarrollo de estas disposiciones el Gobierno 
Nacional adhirió al “Convenio que crea el Consejo 
de Cooperación Aduanera
15 de diciembre de 1950, el cual se sometió al con-

de dar cumplimiento al trámite previsto en el nume-
ral 10 del artículo 241 de la Constitución Política. 

El citado Convenio fue declarado exequible en 
virtud de la Sentencia C-563 de 1992, de la honora-
ble Corte Constitucional.

El literal c) artículo XIX del mencionado tratado 
establece que una enmienda entrará en vigor tres me-

todas las partes contratantes hayan sido recibidas por 
el Ministerio de Relaciones Exteriores de Bélgica, en 
su calidad de depositario y que cuando una enmienda 
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ha sido aceptada por todas las partes contratantes, el 
Ministerio de Relaciones Exteriores de Bélgica noti-

lo mismo que a la Secretaría General acerca de dicha 
aceptación y de la fecha de su entrada en vigor.

Mediante la Nota Verbal J4 N° 08/00919, la Em-
bajada de Bélgica informó al Ministerio de Relacio-
nes Exteriores de Colombia la adopción, el día 30 
de junio de 2007, de una enmienda al Convenio que 
crea el Consejo de Cooperación Aduanera.

que cualquier Unión Aduanera o Económica pueda 
convertirse en parte contratante del Convenio. 

Considera el Gobierno Nacional que la enmienda 
garantiza los procesos de integración de los Estados 
dentro del marco del comercio internacional, por 
lo que para efectos de dar cumplimiento al trámite 
constitucional para la validez de los tratados señala-
dos en el Artículo 224 de la Carta Política, lo somete 
a consideración del honorable Congreso de la Repú-
blica.

Por las anteriores consideraciones, el Gobierno 
Nacional, a través de la Ministra de Relaciones Exte-
riores y del Ministro de Hacienda y Crédito Público, 
solicita al honorable Congreso de la República apro-
bar la “Enmienda a la Convención de la Organiza-
ción Mundial de Aduanas”, aprobada por el Consejo 
de Cooperación Aduanera, Bruselas, el 30 de junio 
de 2007.

Honorables Senadores y Representantes.
La Ministra de Relaciones Exteriores,

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 14 de junio de 2012
Autorizado. Sométase a la consideración del ho-

norable Congreso de la República para los efectos 
constitucionales.

(Fdo.) JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
La Ministra de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) .
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébase la “Enmienda a la Con-
vención de la Organización Mundial de Aduanas”, 
aprobada por el Consejo de Cooperación Aduanera, 
Bruselas, el 30 de junio de 2007.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, la “Enmienda 
a la Convención de la Organización Mundial de 
Aduanas”, aprobada por el Consejo de Cooperación 
Aduanera, Bruselas, el 30 de junio de 2007, que por 
el artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al País 
a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo 
internacional respecto de la misma.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fe-
cha de su publicación.

Dada en Bogotá, D.C., a 14 de junio de 2012.
Presentado al honorable Congreso de la Repúbli-

ca por la Ministra de Relaciones Exteriores y el Mi-
nistro de Hacienda y Crédito Público.

La Ministra de Relaciones Exteriores,

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
.

LEY 424 DE 1998 
(enero 13) 

-

El Congreso de Colombia 
DECRETA: 

Artículo 1°. El Gobierno Nacional a través de la 
Cancillería presentará anualmente a las Comisiones 
Segundas de Relaciones Exteriores de Senado y Cá-
mara, y dentro de los primeros treinta días calendario 
posteriores al período legislativo que se inicia cada 
20 de julio, un informe pormenorizado acerca de 
cómo se están cumpliendo y desarrollando los Con-
venios Internacionales vigentes suscritos por Colom-
bia con otros Estados. 

Artículo 2°. Cada dependencia del Gobierno na-
cional encargada de ejecutar los Tratados Internacio-
nales de su competencia y requerir la reciprocidad 
en los mismos, trasladará la información pertinente 
al Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las 
Comisiones Segundas. 

Artículo 3°. El texto completo de la presente ley 
se incorporará como anexo a todos y cada uno de 
los Convenios Internacionales que el Ministerio de 
Relaciones Exteriores presente a consideración del 
Congreso. 

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación. 

El Presidente del honorable Senado de la Repú-
blica, 

El Secretario General del honorable Senado de la 
República, 

El Presidente de la honorable Cámara de Repre-
sentantes, 

El Secretario General de la honorable Cámara de 
Representantes, 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese. 
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero 

de 1998. 
ERNESTO SAMPER PIZANO 

La Ministra de Relaciones Exteriores, 

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., 7 de noviembre de 2012
Señor Presidente:

Proyecto 
de ley número 155 de 2012 Senado, por medio de 
la cual se aprueba la “Enmienda a la Convención 
de la Organización Mundial de Aduanas”, aprobada 
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por el Consejo de Cooperación Aduanera, Bruselas, 
el 30 de junio de 2007, me permito pasar a su des-
pacho el expediente de la mencionada iniciativa que 
fue presentada en el día de hoy ante Secretaría Gene-
ral por los Ministros de Relaciones Exteriores, doc-
tora y de Hacienda y Crédito 
Público . La materia 
de que trata el mencionado proyecto de ley es com-
petencia de la Comisión Segunda Constitucional 
Permanente, de conformidad con las disposiciones 
reglamentarias y de ley.

El Secretario General,

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 7 de noviembre de 2012
De conformidad con el informe de Secretaría Ge-

neral, dese por repartido el proyecto de ley de la re-
ferencia a la Comisión Segunda Constitucional y en-
víese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el 

Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
Presidente del honorable Senado de la República,

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

.
* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 156 DE 2012 
SENADO

-

 y su , suscritos en Bogotá D.C., 
República de Colombia, el 30 de agosto de 2010 y el 

República de Colombia por medio del cual se corri-

El Congreso de la República
Visto el texto del “Convenio entre la República 

Portuguesa y la República de Colombia para evitar 
-

cal en relación con el impuesto sobre la renta” y su 
“Protocolo”, suscritos en Bogotá D.C., República 
de Colombia, el 30 de agosto de 2010 y el “Canje de 
notas entre la República Portuguesa y la República 
de Colombia por medio del cual se corrigen impreci-
siones en la traducción en las versiones en español, 
inglés y portugués del convenio entre la República 
Portuguesa y la República de Colombia para evitar 

en relación con el impuesto sobre la renta”.

completa en castellano del Convenio, su protocolo y 
canje de notas, los cuales constan de ventitres (23) fo-

-
no de Trabajo de Tratados de la Dirección de Asuntos 
Jurídicos Internacionales del Ministerio de Relaciones 
Exteriores.
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumpli-

miento de los artículos 150 numeral 16 y 189 nume-
ral 2 y 224 de la Constitución Política de Colombia, 
presentamos a consideración del honorable Congre-
so de la República el proyecto de ley “Por medio de 

-

-

-

I. LA DOBLE TRIBUTACIÓN 
 INTERNACIONAL

-
nirse, en términos generales, como la tributación de 
impuestos similares (concurrencia de normas impo-
sitivas), en dos o más Estados, a un mismo sujeto 
pasivo (contribuyente), respecto de un mismo hecho 
generador (materia imponible), durante un mismo 
período de tiempo. Esta situación surge en gran parte 
debido a que, con fundamento en el poder impositi-
vo propio de su soberanía, los Estados suelen deter-
minar su relación jurídica tributaria con los sujetos 
pasivos con base tanto en criterios subjetivos como 
objetivos.

Tradicionalmente, siguiendo un criterio subjeti-
vo, los Estados han buscado someter a imposición 
a sus residentes sobre la totalidad de su renta (renta 
mundial) y de su patrimonio, es decir sobre ingresos 
y activos tanto de fuente nacional como de fuente 
extranjera. Adicionalmente, adoptando un criterio 
objetivo, los Estados suelen gravar todo negocio 
o actividad desarrollada en su territorio, sometien-
do a imposición las rentas allí generadas (renta de 
fuente nacional) y el patrimonio situado allí. Es así 
como, al haberse, simultáneamente, adoptado por la 
generalidad de los países un criterio que atiende a 

produzca dentro y fuera de su territorio, y otro que 
apela al territorio, para someter a imposición la renta 
obtenida por residentes y no residentes en el mismo, 

de la doble tributación internacional, el denominado 
.

 y residen-
cia-residencia -
sas de la doble tributación internacional. El primero 

-
ferente conceptualización de la renta en los distintos 
sistemas legales, cuestión que ha llevado a dos o más 
Estados a caracterizar como de fuente nacional una 
misma renta o patrimonio, de tal suerte que su titular 
termina estando sometido a tributación en dos o más 
Estados que tratan dicha renta y/o patrimonio como 
habiendo surgido en cado uno de ellos. El segundo 
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residencia en distintas jurisdicciones, situación que 
ha suscitado que dos o más Estados consideren a un 
mismo sujeto pasivo como residente de su territorio 
y sometan a imposición la totalidad de su renta y/o 
de su patrimonio.

II. LOS ACUERDOS PARA EVITAR  
LA DOBLE TRIBUTACIÓN  

Y PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL
Desde comienzos del siglo XX, los Estados con 

residentes empezaron a reconocer que la existencia 
de la doble tributación internacional constituía un 

de capital, bienes, servicios y personas de un Esta-

a la incertidumbre generada por la frecuente modi-
-

tiva, no sólo desestimula la inversión extranjera y 
distorsiona el comercio internacional, sino que de-
termina la decisión de inversionistas, exportadores 
e importadores de reinvertir y continuar canalizan-
do sus bienes y servicios a través de un mercado 
particular.

Con el objeto de mitigar los efectos adversos aso-
ciados a la sobreimposición internacional, los Esta-
dos comenzaron a generar nuevas reglas de derecho. 
Esta normativa se fue implementando a través de dos 
mecanismos, uno , consagrado en la legis-
lación interna de los Estados, y otro , des-
plegado a través de los acuerdos internacionales para 

[en adelante ADT]. 
Uno de los mecanismos unilaterales más común-

mente utilizados para eliminar la doble tributación 
internacional es el de -

. Conforme a este, los impuestos 
pagados en un Estado por un residente de otro Esta-
do pueden ser descontados (restados) del impuesto 
a pagar sobre esas mismas rentas o patrimonio en 
ese otro Estado. Este mecanismo alivia la doble tri-
butación exclusivamente con cargo al recaudo del 
Estado de la residencia, y en muchas ocasiones sólo 
parcialmente, pues el descuento del impuesto paga-
do en el extranjero sólo es procedente para ciertos 
contribuyentes y para cierta clase de ingresos, y sólo 
se permite hasta cierto  límite (que generalmente co-
rresponde al monto del impuesto generado sobre esa 
misma renta o patrimonio en el Estado de residen-
cia). El mecanismo de  
se encuentra actualmente contemplado en la legisla-
ción colombiana en el artículo 254 del Estatuto Tri-
butario.

al aliviar la doble tributación y buscando garantizar 
mayor seguridad jurídica en materia impositiva res-
pecto de las operaciones transfronterizas, los Estados 
–entre los cuales se destacan los miembros de la Or-
ganización para la Cooperación y el Desarrollo Eco-
nómico, OCDE– han preferido optar por solucionar 
los problemas más frecuentemente encontrados en 
materia de doble tributación internacional median-
te el uso de mecanismos bilaterales consignados en 

los ADT. En efecto, dichos ADT se han erigido en 
torno a modelos institucionales y han proliferado en 
las últimas décadas gracias a que no sólo permiten 

los sujetos pasivos mediante instrumentos con alta 
vocación de permanencia, sino que además facultan 
a los Estados para implementar soluciones comunes 
en idénticos supuestos de doble tributación, en con-
diciones de equidad y reciprocidad atendiendo a la 
conveniencia.

Es así como los ADT han mostrado ser instru-
-

ble tributación internacional, toda vez que mediante 
ellos se pueden establecer eventos en los que un solo 
Estado grava determinada renta, eliminando la doble 
imposición de plano, o pactar una tributación com-
partida limitando la tarifa del impuesto generado en 
el Estado de la fuente, caso en el cual el contribu-
yente puede en el Estado de la residencia pedir el 
descuento hasta de la totalidad del impuesto pagado 
en el otro Estado, eliminándose también así la do-
ble tributación. Asimismo, en los casos en los que 
se pacta tributación compartida sometida a un límite 
en el Estado de la fuente, se proporciona estabilidad 
jurídica a los inversionistas extranjeros y a los inver-
sionistas de Colombia en el exterior. Por último, a 
través de los ADT se establecen reglas para determi-
nar la residencia de las personas, de manera que se 
reducen de forma notable los casos en que se puede 
presentar la doble tributación internacional producto 

-
nen los distintos Estados. 

Ahora, tradicionalmente los ADT se han suscrito 

doble tributación respecto de sujetos pasivos invo-
lucrados en transacciones transfronterizas y 2) mi-
tigar los riesgos de subimposición promoviendo la 
cooperación y el intercambio de información entre 
Estados.

En cuanto al primer objetivo, merece la pena 
aclarar que, con el propósito de mitigar la doble 
tributación, partiendo de una base de reciprocidad, 
equidad y conveniencia, los ADT indefectiblemen-
te delimitan el alcance de la potestad tributaria de 
los Estados. Así, como mencionado anteriormente, 
en algunos casos se asigna el derecho de imposición 
exclusiva a uno de los Estados contratantes, mien-
tras que en otros se acuerda que los Estados parte del 
ADT compartan jurisdicción para gravar, limitando 

de minimizar o eliminar el doble gravamen interna-
cional. En este sentido, los ADT no tienen incidencia 
en los elementos de determinación del tributo, tales 
como costos o deducciones, ni pueden interpretarse 
o utilizarse para crear exenciones de impuestos ni, 
por efecto del tratado, generar una doble no imposi-
ción en ambos Estados contratantes, pues su desig-
nio es que una determinada renta o patrimonio no sea 
objeto de doble tributación.

-
yarse que los ADT generalmente contienen disposi-
ciones contra la no discriminación entre nacionales 
y extranjeros, así como mecanismos de resolución 
de controversias mediante un procedimiento amisto-
so. Además, regulan la cooperación internacional a 
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través de mecanismos como el intercambio de infor-

Así, con la suscripción de los ADT se busca alcanzar 
un justo medio entre el control tributario y el ofre-

efectos adversos al comercio producto de la excesiva 
imposición.

III. LOS ADT EN COLOMBIA
Durante el anterior Gobierno, el Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público, MHCP, y la Dirección 
de Impuestos y Aduanas Nacionales, DIAN, inicia-
ron el análisis de los temas que atañen a la doble tri-
butación internacional, habiendo logrado negociar 

principalmente partiendo del modelo auspiciado por 
la OCDE y usando como base en ciertos aspectos 
puntuales el modelo acogido por la Organización de 
Naciones Unidas, ONU. Estos modelos han tenido 

interpretación de los ADT a nivel mundial y su uso 
se ha extendido prácticamente a todos los Estados, 
en tanto son permanentemente estudiados, analiza-
dos, considerados, discutidos y actualizados, en res-
puesta a los continuos procesos de globalización y 
liberalización de las economías a nivel mundial.

Recientemente además, los ADT fueron reconoci-
dos como uno de los instrumentos para contribuir en 

hacia Colombia, como de inversión de colombianos 

señalados como uno de los lineamientos estratégicos 
dentro de la política de inserción y relevancia inter-
nacional del país, trazada para el período compren-
dido entre 2010 y 20141. No obstante lo anterior,  
Colombia ha concluido relativamente pocos ADT, 
contando hasta ahora con sólo 5 Acuerdos en vigor 
–los ADT con la CAN (Decisión 578 de 2004), Es-
paña (Ley 1082 de 2006), Chile (Ley 1261 de 2008), 
Suiza (Ley 1344 de 2009) y Canadá (Ley 1459 de 
2011). Mientras países de la región como México, 
Brasil, Venezuela, Chile y Argentina cuentan cada 
uno con una importante red de ADT, con los que se 
ha buscado eliminar la barrera de la sobreimposición 
en 38, 31, 31, 27 y 17 mercados respectivamente, la 
participación de Colombia en la eliminación de la 
doble imposición representa tan sólo el 0.16% del 
stock mundial (estimando que en el mundo actual-
mente existen aproximadamente más de 3.000 ADT 
en vigor)2. Esta situación, teniendo presente la po-
lítica de inserción y relevancia internacional que ha 
sido permanente desde la promulgación de la Cons-
titución Política de 1991 y que actualmente se en-
cuentra plasmada en el Plan Nacional de Desarrollo 
vigente, crea una desventaja para Colombia no sólo 
a nivel regional sino mundial, ya que la mayoría de 
inversionistas extranjeros se están viendo obligados 
a competir en el mercado colombiano con los so-
brecostos asociados a la doble imposición, a la vez 
que inversionistas colombianos en el exterior se en-
1 DIRECCIÓN NACIONAL DE PLANEACIÓN.  Bases 

del Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 “Prosperidad 
para Todos”, Bogotá, 2011. pp. 513-514.

2 KOBETSKY, MICHAEL. International Taxation of 
Permanent Establishments: Principles and Policy. 
Cambridge University Press, Cambridge, 2011. p. 1.

cuentran compitiendo en la mayoría de mercados del 
mundo en condiciones desfavorables y de distorsión. 

Así las cosas, Colombia ha emprendido la bús-
queda de mercados relevantes para los inversionistas 
colombianos, mercados cuyos inversionistas a su vez 
también se estén viendo o vayan a verse abocados a 
competir en condiciones de distorsión en Colombia 
y cuyos gobiernos estén interesados y dispuestos a 

equidad y reciprocidad, tanto de jure como -
. De tal manera que, inspirado en los modelos de 

Gobierno elaboró una propuesta de ADT que incluye 
-

damente a los intereses y al sistema tributario colom-
biano, texto que en esta oportunidad sirvió de base 
para negociar un ADT con Portugal. 

Portugal es una República con una economía de 
tamaño medio –similar en tamaño a la economía 
Colombiana- que en términos comparativos osten-
ta un poder adquisitivo importante, en tanto su PIB 
per cápita es casi tres y media veces el colombiano3. 
El Gobierno estima que la suscripción de un ADT 
con la República de Portugal, habida cuenta las li-
mitaciones actuales, constituye un paso correcto en 
el camino hacia la eliminación de la barrera de la so-
breimposición, concordante con el objetivo de pro-
mover la inversión, y fundamental para la política 
de inserción y relevancia internacional de Colombia, 

desde y hacia Portugal, como los movimientos de 
rentas, sugieren que mejores condiciones de merca-
do con esta nación y con sus inversionistas podrían 
ser muy atractivos para el crecimiento de la econo-
mía colombiana y viceversa. 

El stock de inversión extranjera directa en Por-
tugal es un 33% mayor al stock de inversión extran-
jera directa en Colombia, al tiempo que la inversión 
directa de portugueses en el exterior casi triplica el 
stock de inversión directa de colombianos en el exte-
rior4. Adicionalmente, las exportaciones de Colom-
bia hacia Portugal han crecido durante los últimos 
5 años un total de 14,56%5. Estos movimientos su-
gieren no sólo que el mercado portugués es relevan-
te en el contexto internacional, sino que es además 
importante para Colombia y viceversa. En el año 
2010, más de 23 mil millones de dólares salieron 
del territorio portugués hacia el resto del mundo por 
concepto de rentas, cifra que representa más del 10% 
del PIB de dicho país6 y que indica no sólo que las 
rentas internacionales son importantes en Portugal, 
sino que esta es una de las economías respecto de las 
cuales la eliminación de la doble tributación cobra 
mayor trascendencia. Si se tiene en cuenta que Por-
tugal ha suscrito aproximadamente unos 56 ADT7, 
la carencia de un instrumento similar con respecto a 
Colombia revela que los inversionistas colombianos 
están con respecto a sus pares de 56 otros mercados 
sujetos a competir en condiciones desfavorables, de 
modo que la suscripción de un ADT con Portugal es 
un paso requerido.
3 Banco Mundial (2010).
4 Centro de Comercio Internacional (2010).
5 DANE (2011).
6 Banco Mundial (2010).
7
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PORTUGUESA Y LA REPÚBLICA DE COLOM-
BIA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN 
Y PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN 
RELACIÓN CON EL IMPUESTO SOBRE LA 

NOTAS ENTRE LA REPÚBLICA PORTUGUE-
SA Y LA REPÚBLICA DE COLOMBIA POR 
MEDIO DEL CUAL SE CORRIGEN IMPRECI-
SIONES EN LA TRADUCCIÓN EN ESPAÑOL, 
INGLÉS Y PORTUGUÉS DEL CONVENIO 
ENTRE LA REPÚBLICA PORTUGUESA Y LA 
REPÚBLICA DE COLOMBIA PARA EVITAR 
LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PARA PREVENIR 
LA EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN CON EL 

El -

-
 consta de seis capítulos, a saber:

• Capítulo I: Ámbito de aplicación del Convenio.

• Capítulo III: Imposición de las rentas.
• Capítulo IV: Métodos para eliminar la doble im-

posición.
• Capítulo V: Disposiciones especiales.

El Convenio viene además acompañado del Pro-

-

, instrumento cuyas 
disposiciones forman parte integrante del Convenio.

El primer capítulo del Convenio está conformado 
por los artículos 1º y 2º que contemplan el ámbito de 
aplicación del Convenio -
sonas a quienes cubre el Convenio y se relacionan ex-
presamente los impuestos sobre los cuales se aplicará.

términos y expresiones para efectos del Convenio. En 

utilizados en el texto del Convenio, tales como “un Es-
tado Contratante”, “el otro Estado Contratante”, “im-
puesto”, “persona”, “sociedad”, “empresa de un Esta-
do Contratante”, “empresa del otro Estado Contratan-

“nacional”. Además, se aclara que cualquier término o 
Convenio tendrá, a menos 

-

en virtud de la legislación del correspondiente Estado 
relativa a los impuestos que son objeto del Convenio. 
De igual manera, este capítulo contiene un artículo en 

punto surjan entre los Estados Contratantes. Adicio-

permanente”, el cual es de particular importancia en 
el ámbito de los ADT, pues determina el poder de im-
posición de un Estado cuando en el mismo se realizan 
actividades empresariales permanentes por parte de 
un residente del otro Estado Contratante.

El tercer capítulo del Convenio comprende los 

la potestad impositiva de los Estados contratantes en 

relación con el impuesto sobre la renta. Se destacan 
las siguientes disposiciones: 

• Artículo 6° – “Rentas de bienes inmuebles”, que 
por su estrecho vínculo con el Estado en el que se 
encuentran ubicados los bienes inmuebles, se gravan 
principalmente en el Estado en el que se encuentran 
ubicados dichos bienes inmuebles.

• Artículo 7° – “Utilidades empresariales”, las 
cuales son gravadas por el país de residencia de la 
persona que ejerce la actividad empresarial, excepto 
cuando dicha actividad se lleva a cabo mediante un 
establecimiento permanente situado en el otro Esta-
do Contratante, caso en el cual ese otro Estado podrá 
gravarlas.

• Artículo 8° – “Transporte marítimo y aéreo”, ar-
tículo que le asigna la facultad de gravar las rentas 
del transporte internacional únicamente al país de 
residencia de la empresa que ejerza la actividad de 
transporte internacional.

• Artículo 9° – “Empresas asociadas”, artículo 
-

cional, que buscan evitar la manipulación de precios 

la tributación de alguno de los Estados Contratantes.
• Artículo 10 – “Dividendos”, los cuales, al ser ob-

tenidos por un residente de un Estado Contratante y 
distribuidos por parte de una sociedad residente del 
otro Estado Contratante pueden ser gravados por el 
Estado de residencia de tal sociedad a una tarifa re-
ducida o limitada del 10%. Asimismo, el Estado de 

facultad para gravarlos pero con la obligación de otor-
gar un descuento tributario por el impuesto pagado en 
el Estado de la fuente, por lo que en este caso el Es-
tado de la residencia y el Estado de la fuente compar-
ten jurisdicción para gravar. Por último, en relación 
con los dividendos resulta pertinente resaltar que en 
los casos en que, por efectos de la legislación interna 
colombiana, la utilidad obtenida por una sociedad no 
resulte gravada en cabeza suya, en el  se pre-
vió la posibilidad de que, en aras de la reciprocidad, 
Colombia grave los dividendos repartidos con cargo a 
dichas utilidades a una tarifa del 33%.

• Artículo 11 – “Intereses”, los cuales, en general, 
se gravan de forma compartida entre el Estado de la 
residencia de quien percibe el interés y el Estado de 
la fuente, estando la tributación en el Estado de la 
fuente (Estado de residencia del deudor) sometida a 
un límite máximo del 10%.

• Artículo 12 – “Regalías”, artículo según el cual 
la jurisdicción para gravar las regalías (que corres-
ponden a las rentas provenientes de la explotación 
de marcas, patentes y toda clase de propiedad indus-
trial y comercial) es compartida por el Estado de la 
residencia de quien percibe la regalía y el Estado de 
la fuente (Estado de residencia del pagador o usua-
rio del derecho de autor o propiedad industrial etc.), 
estando la tributación en el Estado de la fuente so-
metida a un límite máximo del 10%. Esta tarifa, así 
como las demás consagradas en el Convenio, son las 
que en general pactan los países en vías de desarro-
llo con los países desarrollados. Por último, dentro 

-
tas originadas en la prestación de servicios técnicos, 
asistencia técnica y consultoría, cuestión que en el 

 se sujetó al trato de nación más favoreci-
da. En virtud de la mencionada cláusula de nación 
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más favorecida  las disposiciones más favorables de 
otros ADT se aplicarán automáticamente al Conve-
nio con Portugal, como si ellas hubiesen sido pacta-
das en este último Convenio, en el momento en que 
para Colombia entre en vigor el ADT que contenga 
las disposiciones más favorables.

• Artículo 13 – “Ganancias de capital”, artículo 
que consagra diferentes reglas relativas a la tribu-
tación de las ganancias de capital, dependiendo del 
tipo de bien objeto de enajenación.  Es así como en 
el artículo consagran las siguientes reglas: 

i) En el caso de los bienes inmuebles, la jurisdic-
ción para gravar es principalmente del Estado en el 
que se encuentra ubicado el bien;  

ii) En el caso de la enajenación de acciones en las 
que más de la mitad de su valor proceda de bienes 
inmuebles situados en el Estado de residencia de la 
sociedad emisora de las mismas, la jurisdicción para 
gravar es compartida por el Estado de la residencia 
del enajenante y el Estado de la fuente (Estado de re-
sidencia de la sociedad emisora de las acciones) sin 
sujeción, en el caso de este último, a ningún límite en 
cuanto a la tarifa; 

iii) En el caso de enajenación de buques y aero-
-

ción para gravar es exclusivamente del Estado en el 
que reside el enajenante; y 

iv) En el caso de la enajenación de acciones u otros 
derechos representativos del capital de sociedades dis-
tintas a las mencionadas en el punto (ii) anterior, la ju-
risdicción para gravar es compartida entre el Estado de 
residencia del enajenante y el Estado de la fuente (Esta-
do de residencia de la sociedad emisora de las acciones 
o derechos), siempre que el enajenante haya poseído 
en cualquier momento de los 12 meses anteriores a la 
enajenación más del 25% del capital de la sociedad.  En 
este último evento, la tarifa del impuesto generado en el 
Estado de la fuente no podrá superar el 20%.

• Artículo 15 – “Servicios personales dependien-
tes”, artículo en virtud del cual las rentas provenientes 
del trabajo dependiente se gravan en el Estado de resi-

-

por un período o períodos cuya duración exceda en 
conjunto 183 días en cualquier lapso de doce meses, 

y su remuneración no le sea pagada por o por cuenta 
de un residente de ese otro Estado Contratante o de un 
establecimiento permanente situado en él.

El capítulo cuarto del Convenio consagra los 
métodos para eliminar la doble tributación en cada 
Estado Contratante y el capítulo quinto, correspon-
diente a los artículos 23 a 28, contiene disposiciones 
especiales. En este último conviene destacar el ar-
tículo 26 que consagra una cláusula de limitación de 

Convenio 
y propende por la colaboración entre las autoridades 
administrativas mediante el uso del mecanismo de 

Convenio a cualquier persona o con respecto a cual-
quier transacción que se considere abusiva. Este ca-
pítulo también contiene una disposición de no discri-
minación que garantiza igual tratamiento para los na-
cionales de un Estado Contratante con respecto a los 
nacionales del otro Estado Contratante. Es pertinente 
subrayar también la inclusión de la disposición que 

consagra el intercambio de información tributaria de 
acuerdo con los estándares internacionalmente acep-
tados, la cual resulta de vital importancia para las ad-
ministraciones tributarias en su labor de prevención 

Convenio con-
tiene dos disposiciones sobre su entrada en vigor y 
terminación.

Por su parte, el Canje de Notas entre la República 
Portuguesa y la República de Colombia por medio 
del cual se corrigen imprecisiones en la traducción 
en las versiones en español, inglés y portugués del 
Convenio
en las mencionadas lenguas con miras a que las tres 
versiones del citado instrumento sean verdadera-

e interpretación.  
De los honorables Congresistas,
La Ministra de Relaciones Exteriores,

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 3 de octubre de 2012
Autorizado. Sométase a la consideración del ho-

norable Congreso de la República para los efectos 
constitucionales.

(Fdo.) JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
La Ministra de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) 
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébase el -

 y 
su , suscritos en Bogotá D.C., República 
de Colombia, el 30 de agosto de 2010 y el “Canje de 

de Colombia por medio del cual se corrigen impreci-

.
Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el 
-

 y su , suscritos en Bogotá D.C., 
República de Colombia, el 30 de agosto de 2010 y el 

República de Colombia por medio del cual se corrigen 
-
-

, que por el ar-
tículo 1° de esta ley se aprueba, obligará a la República 
de Colombia a partir de la fecha en que se perfeccione 
el vínculo internacional respecto de los mismos.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fe-
cha de su publicación.



GACETA DEL CONGRESO  777  Jueves, 8 de noviembre de 2012 Página 15

Dada en Bogotá, D.C., a 3 de octubre de 2012.
Presentado al Honorable Congreso de la Repú-

blica por la Ministra de Relaciones Exteriores y el 
Ministro de Hacienda y Crédito Público.

La Ministra de Relaciones Exteriores,
.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
.

LEY 424 DE 1998 
(enero 13) 

-

El Congreso de Colombia 
DECRETA: 

Artículo 1°. El Gobierno Nacional a través de 
la Cancillería presentará anualmente a las Comisio-
nes Segundas de Relaciones Exteriores de Senado y 
Cámara, y dentro de los primeros treinta días calen-
dario posteriores al período legislativo que se inicia 
cada 20 de julio, un informe pormenorizado acerca 
de cómo se están cumpliendo y desarrollando los 
Convenios Internacionales vigentes suscritos por 
Colombia con otros Estados. 

Artículo 2°. Cada dependencia del Gobierno na-
cional encargada de ejecutar los Tratados Internacio-
nales de su competencia y requerir la reciprocidad 
en los mismos, trasladará la información pertinente 
al Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las 
Comisiones Segundas. 

Artículo 3°. El texto completo de la presente ley 
se incorporará como anexo a todos y cada uno de 
los Convenios Internacionales que el Ministerio de 
Relaciones Exteriores presente a consideración del 
Congreso. 

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación. 

El Presidente del honorable Senado de la República, 

El Secretario General del honorable Senado de la 
República, 

El Presidente de la honorable Cámara de Repre-
sentantes, 

El Secretario General de la honorable Cámara de 
Representantes, 

REPUBLICA DE COLOMBIA 
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese. 
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero 

de 1998. 
ERNESTO SAMPER PIZANO 

La Ministra de Relaciones Exteriores, 

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., 7 de noviembre de 2012
Señor Presidente:

Pro-
yecto de ley número 156 de 2012 Senado, por 

medio de la cual se aprueba el 

 y su , suscritos en Bogotá D.C., 
República de Colombia, el 30 de agosto de 2010 y 
el -

-
-

, me permito pasar a su 
despacho el expediente de la mencionada iniciativa 
que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría 
General por los Ministros de Relaciones Exterio-
res, doctora y de Hacienda 
y Crédito Público, . 
La materia de que trata el mencionado proyecto de 
ley es competencia de la Comisión Segunda Cons-
titucional Permanente, de conformidad con las dis-
posiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General,

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 7 de noviembre de 2012
De conformidad con el informe de Secretaría Ge-

neral, dese por repartido el proyecto de ley de la re-
ferencia a la Comisión Segunda Constitucional y en-
víese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el 

Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
Presidente del honorable Senado de la República,

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

.
* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 157 DE 2012 
SENADO

por medio de la cual se aprueba la “Convención 

-

El Congreso de la República
Visto el texto de la por medio de la cual se aprue-

ba la “Convención sobre Asistencia Administrativa 
Mutua en Materia Fiscal”, hecha por los deposi-
tarios, el 1º de junio de 2011 y aprobada por el 
Consejo de Europa y los países miembros de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico (OCDE).

por la Coordinadora del Grupo Interno de Trabajo 
de Tratados de la Dirección de Asuntos Jurídicos 
Internacionales del Ministerio de Relaciones Ex-
teriores, documento que reposa en los archivos de 
ese Ministerio).
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1

CONVENCIÓN SOBRE ASISTENCIA ADMINISTRATIVA MUTUA EN MATERIA 
FISCAL

Texto actualizado con las disposiciones del protocolo que modifica la 
Convención sobre asistencia administrativa mutua en materia fiscal que entró en vigor 
el primero de Junio 2011 

PREÁMBULO

Los Estados Miembros del Consejo de Europa y los países Miembros de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), signatarios de 
la presente Convención;

CONSIDERANDO que el desarrollo del movimiento internacional de personas, 
capitales, mercancías y servicios – a pesar de ser altamente beneficioso por sí mismo 
- ha incrementado las posibilidades de elusión y evasión fiscal y que, por lo tanto, se 
requiere incrementar la cooperación entre autoridades fiscales;

CELEBRANDO los diversos esfuerzos realizados en años recientes para 
combatir la evasión y elusión fiscal a nivel internacional, tanto en el ámbito bilateral 
como en el multilateral;

CONSIDERANDO que un esfuerzo coordinado entre Estados es necesario 
para fomentar todas las formas de asistencia administrativa en asuntos relacionados 
con impuestos de cualquier naturaleza, y al mismo tiempo asegurar la adecuada 
protección de los derechos de los contribuyentes;

RECONOCIENDO que la cooperación internacional puede jugar un importante 
papel para facilitar la adecuada determinación de obligaciones fiscales y para ayudar a 
asegurar sus derechos;

CONSIDERANDO que los principios fundamentales que otorgan a cada 
persona derechos y obligaciones, determinados de conformidad con un procedimiento 
legal apropiado, deberían ser reconocidos como aplicables a los asuntos fiscales en 
todos los Estados y dichos Estados deberían hacer lo posible por proteger los 
intereses legítimos de los contribuyentes, incluyendo la apropiada protección contra la 
discriminación y la doble tributación;

CONVENCIDOS, por tanto, que los Estados deberían adoptar medidas o 
proporcionar información, teniendo presente la necesidad de proteger la 
confidencialidad de la información y tomando en cuenta los instrumentos 
internacionales para la protección de la privacidad y el flujo de datos personales;

CONSIDERANDO, el surgimiento de un nuevo ambiente de cooperación y 
deseando contar con un instrumento multilateral que permita al mayor número de 
Estados posible, obtener los beneficios del nuevo ambiente de cooperación y al mismo 
tiempo implementar los más altos estándares internacionales de cooperación en el 
ámbito fiscal;

DESEANDO celebrar una convención sobre asistencia administrativa mutua en 
materia fiscal,

Han convenido lo siguiente:

2

CAPÍTULO I
ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA CONVENCIÓN

Artículo 1
Objeto y Ámbito Subjetivo de la Convención

1. Sujeto a lo dispuesto por el Capítulo IV, las Partes se prestarán asistencia 
administrativa mutua en asuntos fiscales. Dicha asistencia puede incluir, de 
considerarlo apropiado, medidas adoptadas por órganos judiciales. 

2. Dicha asistencia administrativa incluirá:

a. intercambio de información, incluyendo auditorías fiscales simultaneas y 
participación en auditorías en el extranjero;

b. asistencia en el cobro, incluyendo el establecimiento de medidas 
cautelares; y

c. la notificación o traslado de documentos.

3. Las Partes proporcionarán asistencia administrativa, ya sea si la persona 
afectada es residente o nacional de una Parte o de cualquier otro Estado.

Artículo 2
Impuestos comprendidos

1. La presente Convención se aplicará:

a. a los siguientes impuestos:

i. impuestos sobre la renta o utilidades,

ii. impuestos sobre ganancias de capital, los cuales son exigibles en forma 
separada de los impuestos sobre la renta o utilidades,

iii. impuestos sobre el patrimonio neto, 

que se exijan en nombre  de una de las Partes; y

b. a los siguientes impuestos:

i. impuestos sobre la renta, utilidades, ganancias de capital o patrimonio 
neto que se exigen por parte de subdivisiones políticas o autoridades
locales de una Parte;

ii. contribuciones obligatorias de seguridad social pagaderas al gobierno 
general o a instituciones de seguridad social establecidas de 
conformidad con el derecho público;

3

iii. impuestos en otras categorías, excepto los aranceles, exigibles en
nombre de una Parte, en particular:

A. impuestos a la propiedad, herencias o donaciones;

B. impuestos sobre bienes inmuebles;

C. impuestos generales al consumo, tales como el impuesto al valor
agregado o el impuesto a las ventas;

D. impuestos específicos sobre bienes y servicios tales como impuestos 
sobre consumos específicos;

E. impuestos por el uso o la propiedad de vehículos de motor;

F. impuestos por el uso o la propiedad de bienes muebles distintos a los 
vehículos de motor;

G. cualquier otro impuesto;

iv. impuestos en categorías distintas a las referidas en el numeral iii 
anterior, que sean exigibles en nombre de las subdivisiones políticas o 
autoridades locales de una Parte.

2. Los impuestos actuales a los que se aplica la Convención se encuentran 
enlistados en el Anexo A, en las categorías a las que se refiere el párrafo 1.

3. Las Partes deberán notificar al Secretario General del Consejo de Europa o al 
Secretario General de la OCDE (en adelante referidos como los “depositarios”) de 
cualquier modificación que se deba realizar al Anexo A como resultado de una 
modificación de la lista mencionada en el párrafo 2. Dicha modificación surtirá efectos 
el primer día del mes siguiente a la expiración de un periodo de tres meses posteriores 
a la fecha de recepción de dicha notificación por el depositario.

4. La Convención también aplicará, a partir de su adopción, a cualquier impuesto 
de naturaleza idéntica o substancialmente similar que se establezca en un Estado 
Contratante con posterioridad a la fecha de entrada en vigor de la Convención, con 
respecto a dicha Parte, que se adicione o que sustituya a los impuestos actuales 
incluidos en el Anexo A y que, en dicho caso, esa Parte deba notificar a uno de los
depositarios de la adopción del impuesto en cuestión.

CAPÍTULO II
DEFINICIONES GENERALES

Artículo 3 
Definiciones

1. Para los efectos de la presente Convención, a menos que de su contexto se 
infiera una interpretación diferente:

a. las expresiones “Estado requirente” y “Estado requerido” significan 
respectivamente cualquier Parte que solicite asistencia administrativa en materia fiscal 
y cualquier Parte a la que se le solicite otorgar dicha asistencia;
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b.  el término “impuesto” significa cualquier impuesto o contribución de 
seguridad social al que le sea aplicable la Convención de conformidad con el Artículo 
2;

c. el término “crédito fiscal” significa cualquier monto de impuesto, así 
como sus intereses, relacionados con multas administrativas y los costos incidentales 
para su cobro, que se deben y que no han sido pagados;

d.  el término “autoridad competente” significa las personas y autoridades 
incluidas en el Anexo B;

e.  el término “nacionales” en relación con una Parte, significa:

i. Todas las personas físicas que tengan la nacionalidad de esa 
Parte, y

ii. Todas las personas jurídicas, sociedades de personas, 
asociaciones y otras entidades constituidas conforme a la 
legislación vigente de esa Parte.

Para cada Parte que haya formulado una declaración con ese propósito, los términos 
mencionados anteriormente se entenderán en la forma en que se definan en el Anexo 
C.

2. Para la aplicación de la Convención por una de las Partes, cualquier término no 
definido en el mismo, a menos que de su contexto se infiera una interpretación 
diferente, tendrá el significado que le dé la legislación de esa Parte relativa a los 
impuestos comprendidos por la Convención. 

3. Las Partes notificarán a uno de los depositarios de cualquier modificación a los 
Anexos B y C. Dicha modificación surtirá efectos el primer día del mes siguiente a la 
expiración de un periodo de tres meses a partir de la fecha de recepción de dicha 
notificación por el depositario en cuestión.

CAPÍTULO III 
FORMAS DE ASISTENCIA

Sección I
Intercambio de Información

Artículo 4 – Disposición General

1. Las Partes intercambiarán cualquier información, en particular de la forma 
prevista en esta sección, que sea previsiblemente relevante para la administración o 
aplicación de su legislación interna con respecto a los impuestos comprendidos en 
esta Convención.

2. Eliminado.

3. Cualquier Parte puede, mediante declaración dirigida a uno de los 
depositarios, indicar que, de conformidad con su legislación interna, sus autoridades 
podrán informar a sus residentes o nacionales antes de transmitir información 
relacionada con ellos, de conformidad con los Artículos 5 y 7.
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Artículo 5 
Intercambio de Información por solicitud

1. Previa solicitud del Estado requirente, el Estado requerido deberá otorgar al 
Estado requirente, cualquier información a la que se refiere el Artículo 4 relacionada 
con personas o transacciones específicas.

2. Si la información disponible en los archivos fiscales del Estado requerido no es 
suficiente para permitirle cumplir con la solicitud de información, dicho Estado deberá 
tomar las medidas necesarias para otorgar al Estado requirente la información 
solicitada.

Artículo 6 
Intercambio de información automático

Respecto a categorías de casos y de conformidad con los procedimientos que 
determinarán mediante acuerdo mutuo, dos o más Partes intercambiarán 
automáticamente la información a que se refiere el Artículo 4.

Artículo 7 
Intercambio de información espontáneo

1. Una Parte, sin que exista solicitud previa, transmitirá a otra de las Partes la
información de la que tenga conocimiento en las siguientes circunstancias:

a. la Parte mencionada en primer lugar tiene razones para suponer que existe 
una pérdida en la recaudación de impuestos de la otra Parte;

b. una persona que esté sujeta a impuesto obtiene una reducción o exención 
de impuesto en la Parte mencionada en primer lugar, lo que generaría un incremento 
en el impuesto o la obligación de pagar impuesto en la otra Parte;

c. los tratos comerciales entre una persona sujeta a impuesto en una Parte y 
una persona sujeta a impuesto en otra de las Partes se conducen en uno o más 
países de tal forma que puede resultar en un ahorro de impuesto en cualquiera de las 
Partes o en ambas;

d. una Parte tiene razones para suponer que un ahorro de impuesto puede 
resultar de transferencias artificiales de utilidades dentro de grupos de empresas;

e. si la información enviada a la Parte mencionada en primer lugar por la otra 
Parte ha permitido que se obtenga información, la cual puede ser relevante para 
determinar obligaciones de pago de impuestos en esta última Parte.

2. Cada Parte tomará estas medidas e implementará estos procedimientos de la forma 
en que sea necesario para asegurar que la información descrita en el párrafo 1 esté 
disponible para transmitirse a otra de las Partes.

Artículo 8 
Auditorías Fiscales Simultáneas

1. Dos o más Partes se consultarán, previa solicitud de alguna de Ellas, a efecto 
de determinar los casos y procedimientos de auditorías fiscales simultáneas. Cada
Parte interesada decidirá si desea o no participar en alguna auditoría fiscal simultánea.
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2. Para efectos de esta Convención, una auditoría fiscal simultánea significa un 
acuerdo entre dos o más Partes para examinar simultáneamente, cada una en su 
propio territorio, la situación fiscal de una persona o personas en las que tengan un 
interés común o relacionado, con la finalidad de intercambiar cualquier información 
relevante que obtengan. 

Artículo 9 
Auditorías Fiscales en el Extranjero

1. Previa solicitud de la autoridad competente del Estado requirente, la autoridad 
competente del Estado requerido podrá permitir a los representantes de la autoridad 
competente del Estado requirente, estar presente en la parte de la auditoría fiscal que 
se considere apropiada en el Estado requerido. 

2. Si se accede a dicha solicitud, la autoridad competente del Estado requerido, 
notificará lo más pronto posible a la autoridad competente del Estado requirente el 
lugar y la hora de la auditoría, la autoridad o los funcionarios designados para llevar a 
cabo la auditoría y los procedimientos y condiciones requeridos por el Estado 
requerido para llevar a cabo la misma. Todas las decisiones respecto a la ejecución de
la auditoría fiscal serán tomadas por el Estado requerido.

3. Las Partes podrán informar a uno de los depositarios su intención de no 
aceptar, como regla general, dichas solicitudes en la forma en que se describen en el 
párrafo 1. Dicha declaración puede hacerse o retirarse en cualquier tiempo.

Artículo 10 
Información Contradictoria

Si una Parte recibe de otra Parte, información sobre la situación fiscal de una persona 
que al parecer no coincide con la información que obra en su poder, deberá dar aviso 
a la Parte que le haya proporcionado la información. 

Sección II 
Asistencia en el Cobro

Artículo 11 
Cobro de Créditos Fiscales

1. Previa solicitud del Estado requirente y sujeto a lo dispuesto por los Artículos 
14 y 15, el Estado requerido tomará las medidas necesarias para cobrar los créditos 
fiscales del Estado mencionado en primer lugar como si fueran sus propios créditos 
fiscales.

2. Lo dispuesto en el párrafo 1 aplicará únicamente a los créditos fiscales sujetos 
a un instrumento que permita su exigibilidad en el Estado requirente y, a menos que 
las Partes interesadas acuerden lo contrario, que no sean impugnados.

Sin embargo, cuando el crédito sea en contra de una persona que no sea residente del 
Estado requirente, el párrafo 1 no será aplicable, a menos que las Partes interesadas 
acuerden lo contrario, cuando el crédito ya no pueda ser impugnado.

3. La obligación de otorgar asistencia en el cobro de créditos fiscales relativos a 
una persona fallecida o a su patrimonio, se limita al valor del patrimonio o de la 
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propiedad adquirida por cada beneficiario del patrimonio, dependiendo si el crédito se 
cobrará del patrimonio o de los mismos beneficiarios. 

Artículo 12
Medidas precautorias

Previa solicitud del Estado requirente, el Estado requerido deberá, con el fin de 
obtener el cobro de un monto de impuesto, tomar medidas precautorias aun en el caso 
de que el crédito haya sido impugnado o no esté sujeto a un instrumento que permita 
su exigibilidad.

Artículo 13
Documentos que se anexan a la solicitud

1. La solicitud de asistencia administrativa de conformidad con esta sección 
deberá acompañarse de:

a. una declaración que manifieste que el crédito fiscal corresponde a un impuesto 
comprendido por la Convención y que, en el caso de su pago, no ha sido ni será 
impugnado de conformidad con el párrafo 2 del Artículo 11;

b. una copia oficial del instrumento que permite su exigibilidad en el Estado 
requirente; y

c. cualquier otro documento que se requiera para su cobro o para tomar medidas 
precautorias.

2. El instrumento que permite la exigibilidad en el Estado requirente deberá, 
cuando sea apropiado y de conformidad con las disposiciones en vigor en el Estado 
requerido, ser aceptado, reconocido, completado o reemplazado, tan pronto como sea 
posible después de la fecha de recepción de la solicitud de asistencia, por un 
instrumento que permita su exigibilidad en este último Estado.

Artículo 14
Plazos

1. Las dudas acerca de cualquier periodo por el que un crédito fiscal no puede 
exigirse, se regirán por la legislación del Estado requirente. La solicitud de asistencia 
deberá ser específica en lo concerniente a ese periodo.

2. Los actos realizados por el Estado requerido para obtener un pago a partir de 
una solicitud de asistencia, los cuales tendrían el efecto de suspender o interrumpir el 
periodo mencionado en el párrafo 1, de conformidad con la legislación de ese Estado, , 
también tendrán ese efecto en la legislación del Estado requirente. El Estado requerido 
informará al Estado requirente acerca de dichos actos.

3. En cualquier caso, el Estado requerido no está obligado a cumplir con la 
solicitud de asistencia que sea presentada después de un periodo de quince años a
partir de la fecha del instrumento original que permite la exigibilidad.

Artículo 15
Prioridad
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El crédito fiscal por el que se otorgue asistencia en el cobro no tendrá en el 
Estado requerido alguna prioridad especialmente acordada para los créditos fiscales 
de ese Estado, aun si el procedimiento para exigir el pago que se utilice es el aplicable 
para sus propios créditos fiscales. 

Artículo 16
Diferimiento de pago

El Estado requerido podrá permitir el diferimiento de pago o el pago en 
parcialidades si su legislación o práctica administrativa lo permite en circunstancias 
similares, pero primero deberá informar al Estado requirente.

Sección III
Notificación o Traslado de Documentos

Articulo 17
Notificación o Traslado de Documentos

1. Cuando el Estado requirente lo solicite, el Estado requerido notificará o 
trasladará los documentos al destinatario, incluyendo aquéllos relativos a sentencias 
judiciales, que emanen del Estado requirente y que se refieran a un impuesto 
comprendido por esta Convención.

2. El Estado requerido efectuará la notificación o traslado de documentos:

a. a través del método prescrito por su legislación interna para la
notificación o traslado de documentos de naturaleza substancialmente similar;

b. en la medida de lo posible, a través del método solicitado por el Estado 
requirente o lo más parecido a dicho método de conformidad con su legislación 
interna.

3. Una Parte puede llevar a cabo la notificación o traslado de documentos 
directamente, a través de correo, respecto de una persona que se encuentre en el 
territorio de otra Parte. 

4. Nada de lo dispuesto en la Convención deberá interpretarse en el sentido de 
invalidar cualquier notificación o traslado de documentos por una Parte, de 
conformidad con su legislación interna.

5. Cuando un documento es notificado o trasladado de conformidad con este 
Artículo, no requerirá acompañarse de una traducción. Sin embargo, cuando el 
destinatario no entienda el idioma del documento, el Estado requerido deberá hacer 
los arreglos para que sea traducido o se haga un resumen del mismo en su idioma o 
en alguno de sus idiomas oficiales. Alternativamente, podrá solicitar al Estado 
requirente que traduzca el documento o que se acompañe un resumen en uno de los 
idiomas oficiales del Estado requerido, del Consejo de Europa o de la OCDE.

CAPÍTULO IV
DISPOSICIONES RELATIVAS A TODAS LAS FORMAS DE ASISTENCIA

Artículo 18
Información que deberá proporcionar el Estado requirente
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1. Cuando sea apropiado, una solicitud de asistencia deberá indicar:

a. la autoridad o agencia que inició la solicitud formulada por la autoridad 
competente;

b. el nombre, el domicilio o cualquier otra información que ayude a la 
identificación de la persona con respecto a la cual se formuló la solicitud;

c. en el caso de una solicitud de información, la forma en la que el Estado 
requirente desea que ésta le sea proporcionada, con el fin de satisfacer sus 
necesidades;

d. en el caso de una solicitud de asistencia en el cobro o medidas 
precautorias, la naturaleza del crédito fiscal, los componentes del mismo y los 
activos sobre los cuales puede recuperarse el crédito fiscal;

e. en el caso de que se solicite la notificación o traslado de documentos, la 
naturaleza y materia del documento que debe ser notificado o trasladado;

f. si es consistente con la legislación y práctica administrativa del Estado 
requirente y si se justifica de conformidad con los requerimientos del Artículo 
21, párrafo 2, inciso g.

2. Tan pronto como obtenga alguna otra información relevante para la solicitud de 
asistencia, el Estado requirente se la enviará al Estado requerido.

Artículo 19

ELIMINADO 

Artículo 20
Respuesta a la solicitud de asistencia

1. Si se cumple con la solicitud de asistencia, el Estado requerido informará al 
Estado requirente de la acción tomada y del resultado de la asistencia, tan pronto 
como sea posible.

2. Si se rechaza la solicitud, el Estado requerido informará al Estado requirente de 
dicha decisión y la razón de la misma, tan pronto como sea posible.

3. Si, con respecto a una solicitud de información, el Estado requirente ha 
especificado la forma en que desea que se le otorgue dicha información y el Estado 
requerido está en posición de hacerlo de tal manera, el Estado requerido otorgará la 
información en la forma en la que fue solicitada.

Artículo 21
Protección de las personas y límites a la obligación de otorgar asistencia

1. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará los derechos y 
salvaguardas a favor de las personas, de conformidad con la legislación o práctica 
administrativa del Estado requerido.
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2. A excepción de lo previsto en el Artículo 14, lo dispuesto en esta Convención 
no será interpretado en el sentido de imponer al Estado requerido la obligación de:

a llevar a cabo medidas contrarias a su legislación interna o práctica 
administrativa, o a la legislación o práctica administrativa del Estado requirente;

b llevar a cabo medidas que serían contrarias al orden público (ordre 
public);

c suministrar información que no pueda obtenerse de conformidad con su 
propia legislación o práctica administrativa o de conformidad con la legislación 
o práctica administrativa del Estado requirente;

d suministrar información que pudiera revelar cualquier secreto comercial, 
empresarial, industrial, mercantil o profesional o un procedimiento comercial, o
información cuya revelación pueda resultar contraria al orden público (ordre 
public);

e otorgar asistencia administrativa si considera que la imposición fiscal en 
el Estado requirente es contraria a los principios fiscales generalmente 
aceptados o a las disposiciones de un convenio para evitar la doble tributación 
o cualquier otro convenio que haya concluido el Estado requerido con el Estado 
requirente;

f otorgar asistencia administrativa con el propósito de administrar o 
aplicar una disposición de la legislación fiscal del Estado requirente, o cualquier 
requisito relacionado con la misma, que discrimine a un nacional del Estado 
requerido respecto de un nacional del Estado requirente en las mismas 
circunstancias;

g otorgar asistencia administrativa si el Estado requirente no ha utilizado 
todas las medidas razonables disponibles de conformidad con su legislación o 
práctica administrativa, excepto cuando el recurrir a dichas medidas puedan 
generar dificultades desproporcionadas;

h otorgar asistencia en el cobro en aquellos casos en que la carga 
administrativa de ese Estado sea claramente desproporcionada al beneficio 
que obtendría el Estado requirente.

3. Si la información es solicitada por el Estado requirente de conformidad con esta 
Convención, el Estado requerido utilizará sus medidas para recabar la información 
solicitada, aun si el Estado requerido no necesita dicha información para sus propios 
fines fiscales. Dicha obligación estará sujeta a las limitaciones contenidas en esta 
Convención, pero en ningún caso dichas limitaciones, incluyendo específicamente las 
de los párrafos 1 y 2, deberán ser interpretadas en el sentido de permitir al Estado 
requerido negarse a proporcionar la información, únicamente porque no tiene un 
interés interno en dicha información.

4. En ningún caso las disposiciones de esta Convención, incluyendo 
específicamente las de los párrafos 1 y 2, deberán ser interpretadas en el sentido de 
permitir al Estado requerido negarse a proporcionar información únicamente porque 
dicha información esté en posesión de un banco, otra institución financiera, agente o 
persona que actúe como agente o fiduciario o porque se relaciona con los derechos de 
propiedad de una persona.
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Artículo 22
Secrecía

1. Cualquier información obtenida por una Parte de conformidad con esta 
Convención deberá mantenerse como secreta y deberá protegerse de la misma 
manera que la información obtenida con base en la legislación interna de esa Parte y, 
en la medida en que se requiera para asegurar el nivel necesario de protección de 
datos personales, de conformidad con las salvaguardas que puedan especificarse por 
la Parte que proporciona la información, según lo requiera su legislación interna.

2. Dicha información, en cualquier caso, podrá ser revelada únicamente a las
personas o autoridades (incluidos los tribunales y órganos administrativos o de 
supervisión) encargadas de la determinación, recaudación o cobro de los impuestos 
de esa Parte, de los procedimientos declarativos o ejecutivos relativos a dichos 
impuestos o de la resolución de los recursos relativos a los mismos o de la supervisión 
de lo anterior.  Únicamente estas personas o autoridades podrán utilizar la 
información, y sólo para los fines señalados. No obstante lo dispuesto en el párrafo 1, 
dichas personas o autoridades podrán revelar la información en las audiencias 
públicas de los tribunales o en las sentencias judiciales relacionadas con dichos 
impuestos.

3. Si una Parte formula una reserva de conformidad con el inciso a del párrafo 1 
del Artículo 30, cualquier otra Parte que obtenga información de la Parte mencionada 
en primer lugar no utilizará dicha información en relación con un impuesto que se 
encuentre en una categoría que esté sujeta a reserva. De igual forma, la Parte que 
formule dicha reserva no utilizará la información obtenida de conformidad con esta 
Convención en relación con un impuesto de una categoría que esté sujeta a reserva.

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en los párrafos 1, 2 y 3 la información que reciba 
una Parte podrá ser utilizada para otros efectos cuando ello sea factible de 
conformidad con la legislación de la Parte que otorgue la información y la autoridad 
competente de esa Parte autorice dicho uso. La información que una Parte otorgue a 
otra Parte puede transmitirse por esta última a una tercera Parte, previa autorización 
de la autoridad competente de la Parte mencionada en primer lugar.

Artículo 23
Procesos

1. Los procesos relacionados con medidas tomadas por el Estado requerido de 
conformidad con esta Convención, se presentarán sólo ante el órgano correspondiente 
de ese Estado.

2. Los procesos relacionados con las medidas tomadas por el Estado requirente 
de conformidad con esta Convención, en particular aquellas en materia de cobro, 
concernientes a la existencia o al monto del crédito fiscal o al instrumento que permite 
su exigibilidad, se llevarán a cabo sólo ante el órgano correspondiente de ese Estado. 
Si se presentan dichos procesos, el Estado requirente informará al Estado requerido el 
cual suspenderá el procedimiento pendiente de decisión en el órgano en cuestión. Sin 
embargo, el Estado requerido deberá, en caso de ser solicitado por el Estado 
requirente, tomar medidas precautorias para asegurar su cobro. El Estado requerido 
también puede ser informado de dichos procesos por cualquier persona interesada. Al 

12

recibir dicha información, el Estado requerido consultará, de ser necesario, al Estado 
requirente. 

3. Tan pronto como se otorgue una resolución final en los procesos, el Estado 
requerido o el Estado requirente, según sea el caso, notificará al otro de la resolución y 
de las implicaciones que tiene para la solicitud de asistencia. 

CAPÍTULO V
DISPOSICIONES ESPECIALES

Artículo 24
Implementación de la Convención

1. Las Partes se comunicarán mutuamente, a través de sus autoridades 
competentes, para implementar la presente Convención. Las autoridades competentes 
se comunicarán directamente para estos efectos y podrán autorizar a autoridades 
subordinadas para que actúen en su representación.  Las autoridades competentes de 
dos o más Partes acordarán mutuamente la forma en que aplicarán la Convención
entre Ellas.

2. Cuando el Estado requerido considere que la aplicación de la presente 
Convención en un caso en particular tendría consecuencias serias e indeseadas, las 
autoridades competentes de los Estados requerido y requirente se consultarán entre sí 
y harán lo posible por resolver dicha situación por mutuo acuerdo.

3. Un órgano de coordinación compuesto por representantes de las autoridades 
competentes de las Partes deberá monitorear la implementación y el desarrollo de la 
presente Convención, con el apoyo de la OCDE. Con ese fin, el órgano de 
coordinación recomendará cualquier acción para avanzar hacia los objetivos generales 
de la Convención. En particular, actuará como un foro para el estudio de nuevos 
métodos y procedimientos para incrementar la cooperación internacional en asuntos 
fiscales y, cuando se considere apropiado, recomendará revisiones o modificaciones a 
la Convención. Los Estados que hayan firmado pero aun no hayan ratificado, aceptado 
o aprobado la Convención, tendrán derecho a ser representados en las reuniones del 
órgano de coordinación como observadores.

4. Una Parte podrá solicitar al órgano de coordinación su opinión sobre la 
interpretación de las disposiciones de la Convención.

5. Cuando surjan dificultades o dudas entre dos o más Partes respecto de la 
implementación o interpretación de la Convención, las autoridades competentes de 
esas Partes harán lo posible por resolverlas de común acuerdo. El acuerdo deberá 
comunicarse al órgano de coordinación.

6. El Secretario General de la OCDE informará a las Partes, y a los Estados 
signatarios que aun no hayan ratificado, aceptado o aprobado la Convención, las 
opiniones emitidas por el órgano de coordinación de conformidad con lo dispuesto por 
el párrafo 4 anterior y de los acuerdos mutuos que se hayan alcanzado de 
conformidad con el párrafo 5 anterior.

Artículo 25
Idioma
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Las solicitudes de asistencia y la respuesta a las mismas serán elaboradas en 
uno de los idiomas oficiales de la OCDE y del Consejo de Europa o en cualquier otro 
idioma acordado bilateralmente entre los Estados Contratantes interesados. 

Artículo 26
Costos

Salvo acuerdo en contrario de manera bilateral entre las Partes interesadas:

a. los costos ordinarios incurridos al otorgar asistencia serán sufragados por el 
Estado requerido;

b. los costos extraordinarios incurridos al otorgar asistencia serán sufragados por 
el Estado requirente.

CAPÍTULO VI
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 27
Otros acuerdos o convenios internacionales

1. Las posibilidades de asistencia contempladas en esta Convención, no 
restringen, ni se restringen por aquellas contenidas en los acuerdos internacionales 
existentes o futuros, en otros acuerdos celebrados entre las Partes interesadas, o en
otros instrumentos relacionados con la cooperación en asuntos fiscales.

2. No obstante el párrafo 1, aquellas Partes que sean Estados miembros de la 
Unión Europea, podrán implementar en sus relaciones mutuas, las posibilidades de la 
asistencia prevista en la Convención, en la medida en que permitan una cooperación 
más amplia que las posibilidades ofrecidas por las reglas aplicables de la Unión 
Europea.

Artículo 28
Firma y entrada en vigor de la Convención

1. Esta Convención, estará abierta a firma por parte de los Estados miembros del 
Consejo de Europa y de los países miembros de la OCDE. Está sujeta a ratificación, 
aceptación o aprobación. Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación 
deberán ser depositados con uno de los depositarios. 

2. Esta Convención entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la 
expiración de un período de tres meses posteriores a la fecha en que cinco Estados 
hayan expresado su consentimiento en obligarse a lo establecido en esta Convención, 
de conformidad con lo previsto en el párrafo 1. 

3. En relación con cualquier Estado miembro del Consejo de Europa o con 
cualquier país miembro de la OCDE que subsecuentemente exprese su 
consentimiento en obligarse por la misma, la Convención entrará en vigor el primer día 
del mes siguiente a la expiración de un período de tres meses posteriores a la fecha 
del depósito del instrumento de ratificación, aceptación o aprobación.

4. Cualquier Estado miembro del Consejo de Europa o cualquier país miembro 
de la OCDE que se convierta en Parte de la Convención después de la entrada en 
vigor del Protocolo que modifica esta Convención, abierto a firma el 27 de mayo de 
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2010 (el “Protocolo de 2010”), será Parte de la Convención conforme fue modificada 
por dicho Protocolo, a menos que expresen una intención diferente en comunicación 
escrita enviada a uno de los depositarios. 

5. Después de la entrada en vigor del Protocolo de 2010, cualquier Estado que no 
sea miembro del Consejo de Europa o de la OCDE, podrá solicitar ser invitado a firmar 
y ratificar esta Convención según fue modificada por el Protocolo de 2010. Cualquier 
solicitud en este sentido deberá dirigirse a uno de los depositarios, el cual deberá 
transmitirla a las Partes. El depositario también deberá informar al Comité de Ministros 
del Consejo de Europa y al Consejo de la OCDE. La decisión de invitar a Estados que 
soliciten convertirse en Partes de esta Convención deberá de ser tomada por 
consenso de las Partes de la Convención a través del órgano de coordinación. Con 
respecto a cualquier Estado que ratifique la Convención conforme fue modificada por 
el Protocolo de 2010 de conformidad con este párrafo, la Convención entrará en vigor 
el primer día del mes siguiente a la expiración de un período de tres meses posteriores 
a la fecha de depósito del instrumento de ratificación ante uno de los depositarios. 

6. Las disposiciones de esta Convención, conforme fue modificada por el 
Protocolo de 2010, surtirán efecto para la asistencia administrativa relacionada con los 
ejercicios fiscales que inicien el o a partir del 1 de enero del año siguiente a aquel en 
que la Convención, conforme fue modificada por el Protocolo de 2010, entró en vigor 
con respecto a una Parte, o cuando no exista ejercicio fiscal, para la asistencia 
administrativa relacionada con los cobros de impuesto que surjan el o a partir del 1 de 
enero del año siguiente a aquel en que la Convención, conforme fue modificada por el 
Protocolo de 2010, entró en vigor con respecto a una Parte. Dos o más Partes podrán 
acordar mutuamente que la Convención, conforme fue modificada por el Protocolo de 
2010, surta efectos para la asistencia administrativa relacionada con ejercicios fiscales 
o cobros de impuestos anteriores.

7. No obstante lo dispuesto en el párrafo 6, para los asuntos fiscales que 
involucren una conducta intencional sujeta a procedimiento judicial de conformidad con 
las leyes penales de la Parte requirente, las disposiciones de esta Convención, 
conforme fue modificada por el Protocolo de 2010, surtirán efecto a partir de la fecha 
de entrada en vigor con respecto a una Parte en relación con ejercicios fiscales o 
cobros de impuestos anteriores.

Artículo 29
Aplicación territorial de la Convención

1. Cada Estado podrá, al momento de firmar o cuando se deposite el instrumento 
de ratificación, aceptación o aprobación, especificar el territorio o territorios a los que 
se les aplicará la Convención.

2. Cada Estado podrá, en una fecha posterior, mediante declaración dirigida a 
uno de los depositarios, extender la aplicación de la presente Convención a cualquier 
otro territorio especificado en la declaración. Con respecto a dicho territorio, la 
Convención entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la expiración de un 
período de tres meses posteriores a la fecha de recepción de dicha declaración por el 
depositario. 

3. Cualquier declaración que se haga de conformidad con cualquiera de los dos 
párrafos anteriores, con respecto a cualquier territorio especificado en dicha 
declaración, podrá retirarse mediante notificación dirigida a uno de los depositarios. El 
retiro de dicha declaración surtirá efectos el primer día del mes siguiente a la 
expiración de un período de tres meses posteriores a la fecha de recepción de dicha 
notificación por el depositario.
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Artículo 30
Reservas

1. Cualquier Estado podrá, al momento de firmar o al depositar su instrumento de 
ratificación, aceptación o aprobación, o en cualquier fecha posterior, declarar que se 
reserva el derecho a:

a. no otorgar cualquier forma de asistencia en relación con los impuestos de otras 
Partes en cualquiera de las categorías mencionadas en el inciso b del párrafo 1 del 
Artículo 2, siempre que no se haya incluido algún impuesto nacional en esa categoría 
en el Anexo A de la Convención;

b. no otorgar asistencia en el cobro de un crédito fiscal, o en el cobro de una 
multa administrativa, para todos los impuestos o sólo para los impuestos en una o más 
de las categorías mencionadas en el párrafo 1 del Artículo 2;

c. no otorgar asistencia con respecto a cualquier crédito fiscal existente en la 
fecha de entrada en vigor de la Convención con respecto a ese Estado o, cuando 
anteriormente se haya formulado una reserva de conformidad con lo dispuesto por los 
incisos a o b anteriores, en la fecha en que se retire dicha reserva en relación con los 
impuestos de la categoría en cuestión;

d. no otorgar asistencia sobre la notificación o traslado de documentos para todos 
los impuestos o sólo para los impuestos en una o más de las categorías mencionadas 
en el párrafo 1 del Artículo 2;

e. no permitir la notificación o traslado de documentos a través de correo, de 
conformidad con lo previsto en el párrafo 3 del Artículo 17.

f. aplicar el párrafo 7 del Artículo 28 exclusivamente para asistencia 
administrativa relacionada con ejercicios fiscales que inicien el o a partir del 1 de enero 
del tercer año que preceda a aquel en que la Convención, conforme fue modificada 
por el Protocolo de 2010, entró en vigor con respecto a una Parte, o cuando no exista 
ejercicio fiscal, para la asistencia administrativa relacionada con los cobros de 
impuestos que surjan el o a partir del 1 de enero del tercer año que preceda aquel en 
que la Convención, conforme fue modificada por el Protocolo de 2010, entró en vigor 
con respecto a una Parte.

2. No podrá formularse ninguna otra reserva.

3. Después de que la Convención entre en vigor para una de las Partes, dicha 
Parte podrá formular una o más de las reservas mencionadas en el párrafo 1, que no 
haya formulado al momento de la ratificación, aceptación, o aprobación. Dichas 
reservas entrarán en vigor el primer día del mes siguiente a la expiración de un 
período de tres meses posteriores a la fecha de recepción de la reserva por uno de los 
depositarios.

4. Cualquier Parte, que haya formulado reservas de conformidad con los párrafos 
1 y 3, podrá retirarlas total o parcialmente a través de una notificación dirigida a uno de 
los depositarios. El retiro de las reservas surtirá efectos en la fecha en que el 
depositario reciba dicha notificación.
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5. Una Parte que haya formulado una reserva con respecto a alguna disposición 
de la presente Convención, no podrá solicitar la aplicación de dicha disposición por 
cualquier otra Parte; sin embargo, si la reserva es parcial, podrá solicitar la aplicación 
de esa disposición en la misma medida en que ésta haya sido aceptada.

Artículo 31
Denuncia

1. Cualquier Parte podrá, en cualquier momento, denunciar esta Convención a 
través de una notificación dirigida a uno de los depositarios.

2. Dicha denuncia surtirá efectos el primer día del mes siguiente a la expiración 
de un período de tres meses posteriores a la fecha de recepción de la notificación por 
parte del depositario. 

3. Cualquier Parte que denuncie la Convención seguirá obligada por las 
disposiciones del Artículo 22, por el tiempo que mantenga en su posesión cualquier 
documento o información obtenida de conformidad con la Convención.

Artículo 32
Depositarios y sus funciones

1. El depositario ante quien se haya efectuado un acto, notificación o 
comunicación, notificará a los Estados miembros del Consejo de Europa y a los países 
miembros de la OCDE y cualquier Parte de esta Convención lo siguiente:

a. cualquier firma;

b. el depósito de cualquier instrumento de ratificación, aceptación, o aprobación;

c. cualquier fecha de entrada en vigor de esta Convención de conformidad con lo 
previsto en los Artículos 28 y 29;

d. cualquier declaración formulada de conformidad con las dispuesto por el 
párrafo 3 del Artículo 4 o del párrafo 3 del Artículo 9 y el retiro de cualquiera de esas
declaraciones;

e. cualquier reserva formulada de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 30 
y el retiro de cualquier reserva efectuada de conformidad con lo dispuesto por el 
párrafo 4 del Artículo 30;

f. cualquier notificación recibida de conformidad con lo dispuesto por los párrafos 
3 ó 4 del Artículo 2, párrafo 3 del Artículo 3, Artículo 29 o párrafo 1 del Artículo 31;

g. cualquier otro acto, notificación o comunicación relacionada con esta 
Convención.

2. El depositario que reciba una comunicación o que efectúe una notificación de 
conformidad con lo dispuesto por el párrafo 1 informará inmediatamente esta situación 
al otro depositario.

En fe de lo cual los suscritos, debidamente autorizados, firman la presente 
Convención.
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LA SUSCRITA COORDINADORA DEL 
GRUPO INTERNO DE TRABAJO DE TRATA-
DOS DE LA DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURÍ-
DICOS INTERNACIONALES DEL MINISTE-
RIO DE RELACIONES EXTERIORES DE LA 
REPÚBLICA DE COLOMBIA

CERTIFICA:
Que la reproducción del texto que antecede co-

la -
hecha por los depositarios, el 

1º de junio de 2011 y aprobada por el Consejo de Eu-
ropa y los países miembros de la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), 
documento que reposa en el archivo del Grupo Inter-
no de Trabajo Tratados de la Dirección de Asuntos 
Jurídicos Internacionales de este Ministerio.

Dada en Bogotá, D.C., a los veintisiete (27) días 
del mes de agosto de dos mil doce (2012).

La Coordinadora del Grupo de Trabajo Interno 
de Tratados, Dirección de Asuntos Jurídicos Inter-
nacionales,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumpli-

miento de lo dispuesto en los artículos 150 numeral 
16, 189 numeral 2 y 224 de la Constitución Política 
de Colombia, presentamos a consideración del Ho-
norable Congreso de la República el proyecto de ley 
por medio de la cual se aprueba la “Convención 

Fiscal”, hecha por los depositarios, el 1º de junio de 
2011 y aprobada por el Consejo de Europa y los paí-
ses miembros de la Organización para la Coopera-
ción y el Desarrollo Económico (OCDE).

ANTECEDENTES
La Convención sobre Asistencia Administrativa 

Mutua en Materia Tributaria (en adelante, la “CA-
AMMT”) es el producto del trabajo conjunto del 
Consejo de Europa y de la Organización para la Coo-
peración y el Desarrollo Económico (en adelante, la 
“OCDE”). La CAAMMT consta de dos versiones: 
(i) la versión original del año 1988, que sólo podía 
ser suscrita por los Estados miembros del Consejo 
de Europa o los países miembros de la OCDE, y (ii) 

que surge gracias a un llamado de los Estados miem-
bros del Grupo de los Veinte o G20 para que a los 
países en vías de desarrollo se les facilite la obten-

de cooperación tributaria, incluyendo el intercambio 
de información de forma multilateral.

La segunda versión de la CAAMMT –objeto de 
esta exposición de motivos– introduce cambios im-

con el estándar internacional de intercambio de in-
formación en materia tributaria y abrirla para la sus-
cripción de otros Estados, distintos a los miembros 
del Consejo de Europa o de la OCDE. A la fecha, la 
versión actualizada de la CAAMMT ha sido suscrita 
por: Alemania, Argentina, Australia, Bélgica, Brasil, 
Canadá, Corea, Costa Rica, Dinamarca, Eslovenia, 
Estados Unidos, España, Finlandia, Francia, Geor-
gia, Grecia, India, Indonesia, Irlanda, Islandia, Italia, 
Japón, México, Moldavia, Noruega, Países Bajos, 
Polonia, Portugal, Rusia, Suecia, Sudáfrica, Turquía, 
Ucrania, Reino Unido, Ghana y Túnez.

OBJETIVOS Y RELEVANCIA  
DE LA CONVENCIÓN

El objetivo de la CAAMMT es facilitar e incre-
mentar la cooperación entre los Estados y sus auto-
ridades tributarias para que, mediante un esfuerzo 
coordinado que fomente todas las formas de asis-
tencia administrativa (particularmente, el intercam-
bio de información, la asistencia en el cobro y la 

relacionados con los impuestos), se pueda combatir 
y prevenir mejor la elusión y la evasión tributaria.

de los recursos públicos a través de la disminución 
-

gias principales de la gestión pública efectiva, prin-
cipio orientador para promover el ejercicio de uno de 
los ejes transversales (el de “Buen Gobierno”) plas-
mados a lo largo de todo el documento que contiene 
las bases del Plan Nacional de Desarrollo vigente1, 
la posibilidad de ser Parte de la CAAMMT y de be-

-
vés de este instrumento los Estados se comprometen 
a prestarse, constituye un paso fundamental para el 
cumplimiento del Plan Nacional de Desarrollo del 
periodo 2010-2014.

Asimismo, la CAAMMT se erige como el ve-

consecución de los mencionados objetivos, toda vez 

instrumentos sobre la materia –tales como los acuer-
dos para el intercambio de información en materia 
tributaria– entre los que se destacan la “multilaterali-
dad” (cooperación entre muchos países bajo un mis-
mo marco legal), el “alcance” (múltiples formas de 
cooperación y un ámbito más amplio de impuestos 

efectuar reservas respecto de ciertas disposiciones) y 
la “uniformidad” (dada la existencia de un órgano de 
coordinación que se encarga de controlar la imple-
mentación de la Convención), además del hecho de 
que a través de la CAAMMT se optimiza el uso de 
recursos desde el punto de vista de la negociación y 

Finalmente, teniendo en cuenta que el ingreso a 
-

portante dentro del proceso de inserción de Colom-
bia a la economía mundial2, y que, con miras a que 
el país sea invitado a iniciar el proceso de adhesión 

1 DIRECCIÓN NACIONAL DE PLANEACIÓN.  Bases 
del Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 “Prosperidad 
para Todos”, Bogotá, 2011. pp. 479-480.

2 . p. 521.



GACETA DEL CONGRESO  777  Jueves, 8 de noviembre de 2012 Página 21

a dicha Organización, el Gobierno se hizo parte del 
Foro Global de Transparencia e Intercambio de In-
formación en Materia Tributaria y, junto con el Se-
cretariado de la OCDE, estableció los instrumentos 
internacionales y estándares que debería adoptar el 
país en materia tributaria, entre los cuales se en-
cuentra la CAAMMT, resulta de gran importancia y 
relevancia nacional la adhesión de Colombia a esta 
Convención.

CONTENIDO DE LA CONVENCIÓN
La CAAMMT consta de seis capítulos, los cuales 

-
nición de los términos y expresiones utilizados en la 
CAAMMT; 3) las formas de asistencia en materia 
tributaria; 4) las reglas comunes aplicables a dichas 
formas de asistencia; 5) la implementación, el idio-

tales como la entrada en vigor, las reservas, la termi-
nación y los depositarios.

Conforme al capítulo 1, artículo segundo, la CA-
AMMT aplica para los siguientes impuestos3:

i) Impuestos sobre las rentas o las utilidades;
ii) Impuestos sobre las ganancias de capital que 

son generados en forma separada de los impuestos 
sobre las rentas o las utilidades;

iii) Impuestos sobre el patrimonio neto;
iv) Impuestos sobre las rentas, utilidades, ganan-

cias de capital o patrimonio neto de carácter territo-
rial o local;

v) Contribuciones obligatorias a la seguridad so-
cial, ya sea que sean pagaderas al gobierno o a insti-
tuciones de seguridad social;

vi) Otras categorías de impuestos, excepto los 
aranceles, exigibles en nombre de un Estado Parte, 
tales como los impuestos a la propiedad, herencias o 
donaciones, impuestos sobre bienes inmuebles, im-

sobre bienes y servicios, impuestos por el uso o la 
propiedad de vehículos de motor, impuestos por el 
uso o la propiedad de bienes muebles distintos a los 
vehículos de motor y cualquier otro impuesto;

vii) Impuestos en categorías referidas en el punto 
anterior, que sean exigibles en nombre de las subdi-
visiones políticas o autoridades locales de un Estado 
Parte.

En el Anexo A de la Convención se debe indicar 
los impuestos vigentes en cada Estado a los que se 
aplica la CAAMMT. La Convención igualmente apli-
ca, a partir de su adopción, a cualquier otro impuesto 
de naturaleza idéntica o sustancialmente similar que 
se establezca en un Estado Parte con posterioridad a 
la fecha de entrada en vigor de la Convención, con 
respecto a dicho Estado Parte, que se adicione o que 
sustituya a los impuestos incluidos en el Anexo A.

los términos y expresiones utilizados en el texto de 
la Convención, tales como “Estado requirente”, “Es-
tado requerido”, “impuesto”, “crédito tributario” y 
“nacionales”, debiendo los Estados Parte incluir en 
el Anexo B de la Convención las personas y autori-

3 De conformidad con el artículo 30 de la Convención, 
cada Estado Parte puede hacer una reserva en el 
sentido de negarse a otorgar asistencia en relación con 
los impuestos de otros Estados Parte indicados en los 
numerales (iv) a (vii).

dades para las cuales se utilizará las expresión “auto-
ridades competentes” y formular una declaración en 

-
nes allí relacionados se entiendan conforme a dicha 
declaración. Además, se aclara que cualquier térmi-

-

se le atribuya en virtud de la legislación interna del 
Estado Parte correspondiente, relativa a los impues-
tos objeto de la Convención.

El capítulo 3 contiene las formas de asistencia 
consagradas en la CAAMMT. Estas son:

• El intercambio de información por solicitud, que 
consiste en el intercambio, previa solicitud de alguno 
de los Estados Parte, de información que sea previ-
siblemente relevante para la administración o aplica-
ción efectiva de su legislación interna relativa a los 
impuestos comprendidos por esta Convención;

• El intercambio de información automático, que 
consiste en el intercambio de información masiva 
que comprende muchos casos individuales del mis-
mo tipo, que además está disponible periódicamente 
en el sistema de un Estado pudiendo así ser trasmi-
tida automáticamente de manera rutinaria, y cuya 
operatividad requiere de la suscripción de un Me-
morando de Entendimiento entre los Estados Parte 
concernidos;

• El intercambio de información espontáneo, que 
supone un intercambio de información sin que exis-
ta solicitud previa por parte de uno de los Estados 

circunstancias descritas en el artículo 7°, como que 
el Estado Parte que remite la información tenga razo-
nes para suponer que puede existir una pérdida en la 
recaudación de los impuestos del otro Estado Parte;

• Las auditorías tributarias simultáneas, que se 

para examinar simultáneamente, cada uno en su pro-
pio territorio, los asuntos tributarios de una persona 
o personas en las que ambos Estados Parte tengan 

intercambiar cualquier información relevante que 
obtengan.

• Las auditorías tributarias en el extranjero, que 
consiste en la posibilidad de que, previa solicitud de 
la autoridad competente de un Estado requirente, la 
autoridad competente del Estado requerido permita 
a los representantes de la autoridad competente del 
Estado requirente estar presentes en la parte de la 
auditoría tributaria que se considere apropiada en el 
Estado requerido.

• La asistencia en el cobro, en virtud de la cual, 
previa solicitud del Estado requirente y de acuerdo 
con lo establecido en la Convención en relación con 
plazos y prioridades, el Estado requerido toma las 
medidas necesarias (incluyendo medidas cautelares) 
para cobrar los créditos tributarios del Estado requi-
rente como si fueran sus propios créditos tributarios, 
siempre y cuando dichos créditos u obligaciones 
tributarias consten en instrumentos que permitan 
su exigibilidad en el Estado requirente y que, salvo 
acuerdo en contrario entre los Estados Parte intere-
sados, no sean impugnados. La Convención estable-
ce que cuando el obligado en un crédito tributario 
no sea residente del Estado requirente, la asistencia 
en el cobro únicamente procederá, a menos que los 
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Estados Parte involucrados acuerden lo contrario, 
cuando el crédito ya no pueda ser impugnado.

• , forma 
de asistencia que se surte previa solicitud del Estado 
requirente e impone al Estado requerido la obliga-

a su destinatario (sin que, como regla general, sea 
necesario acompañar una traducción), incluyendo 
aquellos relativos a sentencias judiciales, que ema-

-
puesto comprendido por la Convención.

La CAAMMT incluye asimismo disposiciones 
relativas a todas las formas de asistencia. Estas dis-
posiciones se encuentran en el capítulo 4 de la Con-
vención y precisan, entre otras, la información que 
en su solicitud debe indicar el Estado requirente y la 
forma como el Estado requerido debe dar respuesta 
a la solicitud de asistencia. Son de particular rele-
vancia las disposiciones contenidas en los artículos 
21 y 22.

obligación de otorgar asistencia, disponiendo así que 
la Convención no se puede interpretar en el sentido 
de imponer al Estado requerido la obligación:

-
do en su propia legislación o práctica administrativa, 
o de lo establecido en la legislación o práctica admi-
nistrativa del Estado requirente;

b) De tomar medidas que serían contrarias al or-
den público;

c) De suministrar información que no se pueda 
obtener en virtud de su propia legislación o práctica 
administrativa o en virtud de la legislación o práctica 
administrativa del Estado requirente;

d) De suministrar información que revele cual-
quier secreto comercial, de negocios, industrial, 
mercantil o profesional o procedimiento comercial, 
o información cuya revelación sea contraria al orden 
público;

e) De otorgar asistencia administrativa si y en 
la medida en que considere que la imposición en el 
Estado requirente es contraria a los principios tribu-
tarios generalmente aceptados o a las disposiciones 
de una convención para evitar la doble tributación 
o cualquier otra convención que haya concluido el 
Estado requerido con el Estado requirente;

f) De otorgar asistencia administrativa con el pro-
pósito de administrar o aplicar efectivamente una 
disposición de la legislación tributaria del Estado 
requirente, o cualquier requisito relacionado con la 
misma, que resulte discriminatorio contra un nacio-
nal del Estado requerido en comparación con un na-
cional del Estado requirente en las mismas circuns-
tancias;

g) De otorgar asistencia administrativa si el Es-
tado requirente no ha utilizado todas las medidas 
razonables que estén disponibles en virtud de su le-
gislación o práctica administrativa, excepto cuando 

-
porcionadas; y

h) De otorgar asistencia en el cobro en aquellos 
casos en que la carga administrativa del Estado re-

-
cio que obtendría el Estado requirente. Se aclara que 
en ningún caso las disposiciones de esta Convención 
se interpretarán en el sentido de permitir al Estado 

requerido negarse a proporcionar información úni-
camente porque esta obre en poder de un banco, otra 

porque esa información se relaciona con participa-
ciones en una entidad o persona jurídica.

Por otro lado, el artículo 22 establece el trato y 
protección a la cual debe ser sometida la información 
obtenida en virtud de la CAAMMT. En particular se 
puntualiza que la información obtenida sólo se re-
velará a las personas o autoridades (incluyendo tri-
bunales y órganos administrativos o de supervisión) 
encargadas de la determinación, recaudo o cobro de 
los impuestos del Estado Parte que obtiene la infor-
mación, de su aplicación efectiva o del enjuiciamien-
to respecto a dichos impuestos, de la resolución de 
los recursos relacionados con los mismos o del con-
trol de las actuaciones antes mencionadas. Según el 
artículo 22, únicamente estas personas o autoridades 
podrán utilizar la información intercambiada en vir-
tud de la Convención, pudiendo hacerlo solo para los 

-
lar la información en audiencias judiciales públicas 
o en las providencias judiciales relacionadas con los 
impuestos de los que se trate. Adicionalmente, se es-
tablece que la información que reciba un Estado Par-
te podrá ser utilizada para otros efectos, distintos a 
los consignados en la Convención, cuando la misma 
pueda ser utilizada para dichos otros efectos en vir-
tud de la legislación del Estado Parte que suministre 
la información y la autoridad competente de ese Es-
tado Parte autorice el uso diferente. La información 
que un Estado Parte suministre a otro puede transmi-
tirse por este último a un tercer Estado Parte, previa 
autorización de la autoridad competente del Estado 
Parte que suministra la información.

El capítulo 5 contiene disposiciones especiales 
relacionadas con la implementación de la Conven-
ción, en las cuales se señala que las Partes se deben 
comunicar a través de sus autoridades competentes 
para implementar la Convención, y que dichas au-
toridades competentes pueden convenir de mutuo 
acuerdo la forma en que aplicarán la Convención 
entre ellas. También se establece que un órgano de 
coordinación compuesto por representantes de las 
autoridades competentes de los Estados Parte, que 
funcionará bajo el auspicio de la OCDE, monitoreará 
la implementación y el desarrollo de la CAAMMT. 
Se establece además que las solicitudes de asistencia 
y la respuesta a las mismas serán elaboradas en uno 

de Europa o en cualquier otro idioma acordado bi-
lateralmente entre los Estados Parte involucrados, y 
que salvo acuerdo en contrario, los costos ordinarios 
incurridos al otorgar asistencia serán sufragados por 
el Estado requerido, mientras que los costos extraor-
dinarios incurridos al otorgar asistencia serán sufra-
gados por el Estado requirente.

relativas a la relación de la CAAAMMT con otros 
-

trada en vigor de la Convención, a su aplicación te-
rritorial, reservas, denuncia y a los depositarios y sus 
funciones. Respecto a las posibilidades de asistencia 
contenidas en los acuerdos internacionales existentes 
o futuros, en otros arreglos entre los Estados Parte 
involucrados, o en otros instrumentos relacionados 
con la cooperación en asuntos tributarios, la Conven-
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ción establece que ella no restringe, ni aquellas res-
tringen las posibilidades de asistencia contempladas 
en la CAAMMT.

En relación con las reservas, el artículo 30 de la 
CAAMMT contempla la posibilidad de que cual-

o en cualquier fecha posterior, se reserve el derecho:
a) a no otorgar cualquier forma de asistencia en 

relación con los impuestos de otros Estados Partes en 
cualquiera de las categorías mencionadas en el inciso 
b del párrafo 1 del Artículo 2, siempre que no haya 
incluido cualquier impuesto interno en esa categoría 
en el Anexo A de la Convención4;

b) a no otorgar asistencia en el cobro de una obli-
gación o crédito tributario o en el cobro de una multa 
o sanción administrativa para todos los impuestos o 
solo para algunas categorías de impuestos;

c) a no otorgar asistencia con respecto a cualquier 
obligación o crédito tributario que exista en la fecha 
de entrada en vigor de la Convención con respecto a 
ese Estado o, cuando previamente se haya formulado 
una reserva en virtud de los incisos a o b anteriores, 
en la fecha en que se retire dicha reserva en relación 
con los impuestos de la categoría en cuestión;

traslado de documentos para todos los impuestos o 
solo para algunas categorías de impuestos;

-
cumentos a través de correo (párrafo 3 del Artículo 
17); y

f) a que las disposiciones de la Convención no 
surtan efecto en relación con asuntos tributarios que 
involucren una conducta intencional que esté sujeta a 
enjuiciamiento de conformidad con las leyes penales 
del Estado requirente como establecido en el párra-
fo 7 del Artículo 28, exclusivamente para asistencia 
administrativa relacionada con ejercicios tributarios 
que inicien el o a partir del 1° de enero del tercer año 

-
da por el Protocolo 2010 entró en vigor con respecto 
a un Estado Parte, o cuando no exista período gra-
vable, para asistencia administrativa relacionada con 
los cobros de impuestos que surjan el o a partir del 1 
de enero del tercer año que preceda aquel en que la 

en vigor con respecto a un Estado Parte.
Por último, en cuanto a la terminación, la Conven-

ción prevé que cualquier Estado Parte en cualquier 
-

ción dirigida a uno de los Depositarios. Dicha denun-
cia surtirá efectos el primer día del mes siguiente a la 
expiración de un período de tres meses contados a par-

del Depositario, sin perjuicio de que el Estado Parte 
que denuncie la CAAMMT siga obligado por las dis-

-
lidad de la información intercambiada, por el tiempo 
que mantenga en su posesión cualquier documento o 
información obtenida en virtud de la Convención.

Por las razones anteriormente expuestas, el Gobier-
no Nacional, a través de la Ministra de Relaciones Ex-
teriores y del Ministro de Hacienda y Crédito Público, 
solicita al Honorable Congreso de la República, apro-
4  Ver nota 3 arriba.

bar el proyecto de ley “por medio de la cual se aprue-

hecha por los depositarios, 
el 1º de junio 2011 y aprobada por el Consejo de Eu-
ropa y los países miembros de la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE).

De los honorables Congresistas,
La Ministra de Relaciones Internacionales,

.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

.
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
Bogotá, D. C., 13 de septiembre de 2012.
Autorizado. Sométase a la consideración del ho-

norable Congreso de la República para los efectos 
constitucionales.

(Fdo.) JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
La Ministra de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) 
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébase la “Convención sobre 
-

cal”, hecha por los depositarios, el 1º de junio de 
2011 y aprobada por el Consejo de Europa y los paí-
ses miembros de la Organización para la Coopera-
ción y el Desarrollo Económico (OCDE).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, la “Convención 

Fiscal”, hecha por los depositarios, el 1º de junio 
2011 y aprobada por el Consejo de Europa y los paí-
ses miembros de la Organización para la Coopera-
ción y el Desarrollo Económico (OCDE), que por el 
artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al Estado 
colombiano a partir de la fecha en que se perfeccione 
el vínculo internacional respecto de la misma.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fe-
cha de su publicación.

Dada en Bogotá, D.C., a 13 de septiembre de 2012
Presentado al Honorable Congreso de la Repú-

blica por la Ministra de Relaciones Exteriores y el 
Ministro de Hacienda y Crédito Público.

La Ministra de Relaciones Internacionales,
.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
.

LEY 424 DE 1998 
(enero 13) 

El Congreso de Colombia 
DECRETA: 

Artículo 1°. El Gobierno Nacional a través de la 
Cancillería presentará anualmente a las Comisiones 
Segundas de Relaciones Exteriores de Senado y Cá-
mara, y dentro de los primeros treinta días calendario 
posteriores al período legislativo que se inicia cada 
20 de julio, un informe pormenorizado acerca de 
cómo se están cumpliendo y desarrollando los Con-
venios Internacionales vigentes suscritos por Colom-
bia con otros Estados. 
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Artículo 2°. Cada dependencia del Gobierno na-
cional encargada de ejecutar los Tratados Internacio-
nales de su competencia y requerir la reciprocidad 
en los mismos, trasladará la información pertinente 
al Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las 
Comisiones Segundas. 

Artículo 3°. El texto completo de la presente ley 
se incorporará como anexo a todos y cada uno de 
los Convenios Internacionales que el Ministerio de 
Relaciones Exteriores presente a consideración del 
Congreso. 

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación. 

El Presidente del honorable Senado de la Repú-
blica, 

El Secretario General del honorable Senado de la 
República, 

El Presidente de la honorable Cámara de Repre-
sentantes, 

El Secretario General de la honorable Cámara de 
Representantes, 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese. 
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero 

de 1998. 
ERNESTO SAMPER PIZANO 

La Ministra de Relaciones Exteriores, 

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., 7 de noviembre de 2012
Señor Presidente:

Proyecto 
de ley número 157 de 2012 Senado, por medio de 

hecha por 
los depositarios, el 1º de junio de 2011 y aprobada 
por el Consejo de Europa y los países miembros de 
la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico (OCDE), me permito pasar a su despa-
cho el expediente de la mencionada iniciativa que 
fue presentada en el día de hoy ante Secretaría Gene-
ral por los Ministros de Relaciones Exteriores, doc-
tora y de Hacienda y Crédito 
Público, . La materia 
de que trata el mencionado proyecto de ley es com-

petencia de la Comisión Segunda Constitucional 
Permanente, de conformidad con las disposiciones 
reglamentarias y de ley.

El Secretario General,

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 7 de noviembre de 2012
De conformidad con el informe de Secretaría Ge-

neral, dese por repartido el proyecto de ley de la re-
ferencia a la Comisión Segunda Constitucional y en-
víese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el 

Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la Repú-

blica,

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

.

C O N T E N I D O

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2012

Gaceta número 777 - Jueves, 8 de noviembre de 2012
SENADO DE LA REPÚBLICA

Págs.
PROYECTOS DE LEY

Proyecto de ley número 155 de 2012 Senado, por medio 
de la cual se aprueba la “Enmienda a la Convención 
de la Organización Mundial de Aduanas”, aprobada 
por el Consejo de Cooperación Aduanera, Bruselas, 
30 de junio de 2007 ................................................... 1

Proyecto de ley número 156 de 2012 Senado, por 
medio de la cual se aprueba el “Convenio entre la 
República Portuguesa y la República de Colombia 
para evitar la doble imposición y para prevenir la 

 relación con el impuesto sobre la 
renta” y su “Protocolo”, suscritos en Bogotá D.C., 
República de Colombia, el 30 de agosto de 2010 y el 
“Canje de notas entre la República Portuguesa y la 
República de Colombia por medio del cual se corri-
gen imprecisiones en la traducción en las versiones 
en español, inglés y portugués del convenio entre 
la República Portuguesa y la República de Colom-
bia para evitar la doble imposición y para prevenir 

la renta” ..................................................................... 4
Proyecto de ley número 157 de 2012 Senado, por medio 

de la cual se aprueba la “Convención sobre Asisten-
cia Administrativa Mutua en Materia Fiscal”, hecha 
por los depositarios, el 1º de junio 2011 y aproba-
da por el Consejo de Europa y los países miem-
bros de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico (OCDE) ................................ 15


